
LOS MÁS PREGUNTADOS TEMARIO DE LA CONVOCATORIA

TEMARIO C2
EDICIÓN

2026

EN FORMATO LEY
MUESTRA GRATIS · 3 DE 20 TEMAS

Auxiliar 
Administrativo
Ayuntamiento de Trasmiras

El texto literal de las 34 normas de tu 
programa, sin resúmenes ni 
explicaciones, ordenado en sus 20 temas

Señalados los artículos más 
preguntados en examen

3
de los 20 temas, de 
muestra

34
normas, sin artículos 
derogados

5
preguntas explicadas por 
tema

94
páginas

oposicionesexpress.com
Texto vigente de cada norma, con su fecha

Programa oficial de la convocatoria
Edición noviembre de 2026



Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Trasmiras. Son 34 normas, en el orden de tus 20 temas y
sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y señalada.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 20 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 292 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en noviembre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 6 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es) y de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu). Los textos de las normas son textos consolidados de carácter meramente informativo: el único con validez legal 
es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su versión consolidada en la fecha que figura al empezar 
esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases de la convocatoria de Auxiliar Administrativo · 
Ayuntamiento de Trasmiras. Edición de noviembre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

TEMARIO COMPLETO

Tema 1 La Constitución Española. Estructura. Título preliminar. Los derechos y deberes fundamentales, sus 
garantías y suspensión. La reforma constitucional.
CE 1-55, 166-169

7

Tema 2 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. Disposiciones generales. Los interesados en el procedimiento. La actividad de las 
Administraciones Públicas: normas generales de actuación. Términos y plazos.
LPACAP 1-33

20

Tema 3 El municipio: concepto y elementos. Territorio y población. Alteración de términos municipales en la 
legislación básica y autonómica. La provincia. Competencias. Otras entidades locales. 
Mancomunidades, comarcas y otras agrupaciones de municipios. Estructura del Ayuntamiento de 
Trasmiras.
LBRL 11-14, 31-38, 42-44 · TRRL 2-11, 25, 30-45 · RPDT 1-52 · LAL-GAL 10-51, 101-122, 135-170

40

Tema 4 El Padrón de habitantes: concepto y naturaleza. Gestión del Padrón. Derechos y deberes de los vecinos. 
El Consejo de Empadronamiento. El Padrón de españoles residentes en el extranjero.
LBRL 15-18 · RPDT 53-106 · LAL-GAL 52-58

—

Tema 5 Los recursos de las haciendas locales. Los tributos locales, tasas, precios públicos y contribuciones 
especiales. El impuesto sobre bienes inmuebles. El impuesto sobre actividades económicas. El 
impuesto sobre vehículos de tracción mecánica. El impuesto sobre construcciones, instalaciones y 
obras. El impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana. La potestad 
reglamentaria de las entidades locales en materia tributaria: las ordenanzas fiscales, contenido y 
tramitación.
TRLRHL 2-110, 127 · LBRL 105-106 · LAL-GAL 329-333

—

Tema 6 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. Los actos administrativos: concepto, elementos y clases. Producción y contenido. Forma y 
motivación. La eficacia de los actos. Nulidad y anulabilidad.
LPACAP 34-52

—

Tema 7 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. Disposiciones sobre el procedimiento administrativo común: garantías del procedimiento. 
Iniciación. Ordenación. Instrucción. Finalización. Ejecución. La tramitación simplificada del 
procedimiento administrativo común. La revisión de actos en vía administrativa: revisión de oficio. 
Recursos administrativos.
LPACAP 53-126

—

Tema 8 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. De los órganos de las 
Administraciones Públicas: órganos administrativos, competencias, órganos colegiados, abstención y 
recusación. La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. El funcionamiento 
electrónico del sector público. Los convenios.
LRJSP 5-24, 32-53

—

Tema 9 Singularidad de los procedimientos administrativos de las entidades locales. Impugnación de los actos 
y acuerdos locales y ejercicio de acciones. Recursos administrativos y jurisdiccionales contra los actos 
locales. Certificaciones, comunicaciones, notificaciones y publicación de los acuerdos. El registro de 
documentos.
ROF 146-185, 192-197, 204-217, 219-221 · LBRL 51-52, 63-68 · LPACAP 16, 40-46, 112-120, 123-124 · LJCA 25-30, 46, 127 · LA…

—

Índice
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Tema 10 El patrimonio de las Administraciones Públicas. Los bienes de las entidades locales. Normativa 
aplicable. Clases. Bienes de dominio público. Bienes patrimoniales. Inventario de bienes. Utilización de 
bienes de dominio público: régimen general de las autorizaciones y concesiones demaniales.
LPAAP 1-8, 84-104 · LBRL 79-83 · TRRL 74-87 · RBEL 1-8, 17-36, 74-91 · LAL-GAL 263-269, 278

—

Tema 11 Actividad subvencional de las entidades locales: normativa autonómica y estatal. Disposiciones 
comunes a las subvenciones. Concesiones, órganos competentes, beneficiarios y procedimientos de 
concesión.
LGS 1-28 · RD-887-2006 1-7, 10-67 · LSubv-GAL 1-26

—

Tema 12 Los contratos del sector público: tipos de contratos del sector público. Contratos administrativos y 
contratos privados. Las partes en los contratos del sector público. Órganos de contratación. Capacidad 
y solvencia del empresario. Competencia y normas específicas de contratación pública en las 
entidades locales. Objeto, presupuesto base de licitación, valor estimado, precio del contrato y su 
revisión. Preparación de los contratos de las Administraciones públicas: expediente de contratación, 
pliego de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas. Adjudicación de los contratos de las 
Administraciones públicas.
LCSP 12-18, 24-27, 61-105, 115-187 · RGLCAP 66-70, 73 · LAL-GAL 310-328

—

Tema 13 La organización municipal. Régimen ordinario: órganos necesarios y complementarios. Las 
competencias municipales. Régimen de sesiones de los órganos de gobierno local: celebración de 
sesiones, debates y votaciones. Control y fiscalización del Pleno. Las actas. Régimen de delegaciones. 
Estatuto de los miembros de las Corporaciones Locales: adquisición, suspensión y pérdida de la 
condición de miembro de la corporación. Elección de los concejales y alcaldes. Constitución, vigencia y 
finalización del mandato corporativo. La censura y la cuestión de confianza en el ámbito local.
LBRL 19-28, 46-47, 73-78 · LAL-GAL 59-73, 80-87, 210-215, 221-230 · ROF 6-22, 35-53, 77-110, 112-133, 198-203 · LOREG…

—

Tema 14 Potestad reglamentaria de las Entidades Locales: reglamentos y ordenanzas. Procedimiento de 
elaboración.
LBRL 4, 49, 70 · TRRL 55-56 · LPACAP 128-133 · LAL-GAL 6

—

Tema 15 El personal al servicio de las Administraciones Públicas. Clases de personal. Adquisición y pérdida de la 
relación de servicio. Situaciones administrativas. Régimen disciplinario. Derechos y deberes de los 
empleados públicos: código de conducta. Jornada de trabajo, permisos, licencias y vacaciones. 
Derechos económicos y protección social. Incompatibilidades.
TREBEP 8-15, 21-30, 47-54, 55-68, 85-92, 93-98 · FP-GAL 20-36, 49-70, 71-74, 105-146, 164-182, 183-199, 200-201, 206,…

—

Tema 16 El procedimiento general de las entidades locales: concepto y contenido, elaboración y aprobación. 
Especial referencia a las bases de ejecución del presupuesto. La prórroga del presupuesto. La 
estructura presupuestaria. El crédito presupuestario. Modificaciones de créditos: clases y tramitación. 
La liquidación del presupuesto: contenido y tramitación.
TRLRHL 162-182, 191-193 · RD-500-1990 2-51, 89-105 · Orden-EHA-3565-2008 1-9 · LBRL 112

—

Tema 17 Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres: objeto y ámbito 
de la ley. El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación. Políticas públicas para la 
igualdad. Decreto Legislativo 2/2015, de 12 de febrero, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 
disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Galicia en materia de igualdad: las condiciones 
de empleo en igualdad en la Administración pública gallega.
LO-Igualdad 1-35 · LIgual-GAL 148-171

—

Tema 18 Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. 
Transparencia de la actividad pública. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales: disposiciones generales. Principios de protección de 
datos. Derechos de las personas. Responsable y encargado del tratamiento de datos.
LOPDGDD 1-18, 28-39 · LTBG 2-24

—

Índice
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Tema 19 La Administración electrónica. Plataformas estatales y autonómicas: SIR, DIR3, Notifica, punto de 
acceso general, concepto de documento, firma electrónica y archivo.
LPACAP 9-14, 17, 26-27 · LRJSP 38-46, 155-158 · RD-203-2021 1-12, 15-31, 37-65 · ENI 9, 12, 18, 20-25 · NTI-DOC 1-2 · L-…

—

Tema 20 Ofimática. Manejo y conocimiento de programas informáticos básicos (paquete Office) y similares para 
el procesamiento de textos, hojas de cálculo y todas aquellas aplicaciones que sistematicen y mejoren 
las presentaciones de los documentos administrativos.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

292
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

257
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 1 CE Constitución Española 324 Tema 1 pág. 7

2 Art. 14 LPACAP Derecho y obligación de relacionarse e… 290 Tema 2 pág. 26

3 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 289 — —

4 Art. 21 LPACAP Obligación de resolver 255 Tema 2 pág. 29

5 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 218 — —

6 Art. 30 LPACAP Cómputo de plazos 210 Tema 2 pág. 35

7 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 197 — —

8 Art. 9 CE Constitución Española 189 Tema 1 pág. 8

9 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 187 — —

10 Art. 24 LPACAP Silencio administrativo en procedimie… 183 Tema 2 pág. 31

11 Art. 32 LRJSP Ley 40/2015 régimen jurídico del secto… 179 — —

12 Art. 4 LPACAP Concepto de interesado 175 Tema 2 pág. 21

13 Art. 5 LPACAP Representación 174 Tema 2 pág. 21

14 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 159 — —

15 Art. 122 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 156 — —

16 Art. 43 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 152 — —

17 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 149 — —

18 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 146 — —

19 Art. 16 LCSP Ley 9/2017 contratos del sector público 143 — —

20 Art. 54 CE Constitución Española 142 Tema 1 pág. 16

21 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 140 — —

22 Art. 125 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 136 — —

23 Art. 21 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 135 — —

24 Art. 118 LCSP Ley 9/2017 contratos del sector público 134 — —

25 Art. 124 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 133 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (noviembre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución Española. Estructura. Título preliminar. Los 
derechos y deberes fundamentales, sus garantías y suspensión. La 
reforma constitucional.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 55 y 166 a 169 · 59 artículos

59 artículos · empieza en la pág. 7

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 324
Art. 9 CE 189
Art. 54 CE 142
Art. 53 CE 124
Art. 17 CE 118

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 2.540 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 55 y 166 a 169 · 59 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución Española. Estructura. Título preliminar. Los derechos y deberes fundamentales, sus garantías y suspens…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no

CE · arts. 5-11Tema 1 · La Constitución Española. Estructura. Título preliminar. Los derechos y deberes fundamentales, sus garantías y suspen…

1
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reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de

CE · arts. 11-17Tema 1 · La Constitución Española. Estructura. Título preliminar. Los derechos y deberes fundamentales, sus garantías y suspe…
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abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.
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Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
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religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
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responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de
los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
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durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para
una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en
caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.
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Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.

Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
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3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.
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Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 ¿Qué mayoría parlamentaria se requiere para aprobar una reforma constitucional por el procedimiento 
agravado del Título X de la Constitución Española?

A) Mayoría simple en ambas cámaras.

B) Mayoría absoluta en el Congreso y mayoría simple en el Senado.

C) Mayoría de tres quintos en ambas cámaras.

D) Mayoría de dos tercios en ambas cámaras.
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 2023

2 ¿Cuál de los siguientes colectivos no intervendrá en el control y gestión de los centros de enseñanza 
sostenidos con fondos públicos por la administración según lo establecido en nuestro texto constitucional?

A) Los profesores.

B) Los padres.

C) Los alumnos.

D) Las autoridades inspectoras de educación
Ayuntamiento de Alguena, 2022

3 Según el artículo 168.2 de la Constitución Española, en relación a la reforma constitucional, señale la 
respuesta correcta:

A) Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de dos quintos de cada una de 
las Cámaras.

B) Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo 
soliciten, dentro de los 30 días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera de 
las Cámaras.

C) Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al 
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por 
mayoría de tres quintos de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

D) Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que 
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

Junta de Andalucía, 2025

4 ¿A quién dará cuenta de su actividad el Defensor del Pueblo, según establece la Constitución Española?

A) Al Gobierno.

B) Al Congreso.

C) Al Senado

D) A las Cortes Generales.
Ayuntamiento de Bollullos Par del Condado, 2019
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5 La Constitución Española, al regular el reconocimiento del derecho de asociación, establece que:

A) Las asociaciones constituidas al amparo de la Constitución deberán inscribirse en un registro, a los solos efectos 
de publicidad.

B) Deberán inscribirse en un registro, a los solos efectos de constitución.

C) Sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución administrativa motivada.

D) Las asociaciones constituidas al amparo de la Constitución podrán inscribirse en un registro, a los solos efectos 
de publicidad.

Universidad Complutense de Madrid, 2020
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 168 CE pág. 16 La revisión total de la Constitución y determinadas reformas parciales siguen el
procedimiento agravado del artículo 168. Este exige que el principio de reforma y el texto definitivo sean
aprobados por una mayoría de dos tercios en cada Cámara. Por tanto, la mayoría requerida es de dos tercios
tanto en el Congreso como en el Senado.

2 D Art. 27 CE pág. 11 La participación en el control y la gestión de los centros financiados con dinero público
corresponde a tres colectivos de la propia comunidad educativa: el profesorado, las familias y, cuando proceda,
el alumnado. La Constitución reconoce este derecho como garantía de gestión democrática y participativa de la
enseñanza. Los servicios de inspección educativa cumplen una función pública de supervisión externa, ajena a
esa intervención interna, por lo que no figuran entre quienes participan en dicho control y gestión.

3 D Art. 168 CE pág. 16 El artículo 168.2 establece que las nuevas Cámaras deben ratificar la decisión de reforma
y estudiar el nuevo texto constitucional. Para su aprobación se requiere una mayoría de dos tercios en ambas
Cámaras. El referéndum de ratificación se celebra después de que las Cortes Generales aprueben la reforma.

4 D Art. 54 CE pág. 16 El alto comisionado encargado de defender los derechos fundamentales rinde cuentas de
su gestión ante la institución que lo nombra, es decir, ante el conjunto del poder legislativo y no solo ante una
de sus cámaras. Por eso debe informar a las Cortes Generales, formadas por Congreso y Senado, y nunca al
Gobierno, que es precisamente uno de los poderes cuya actuación supervisa. El matiz decisivo es distinguir las
Cortes como un todo frente a una única cámara aislada.

5 A Art. 22 CE pág. 11 La norma fundamental impone que toda asociación legalmente creada quede anotada en
un registro, pero esa inscripción no condiciona su existencia: la asociación nace válida desde el acuerdo de sus
miembros y el registro solo sirve para dar publicidad frente a terceros. Por eso la inscripción es obligatoria,
aunque meramente declarativa, no constitutiva. Conviene distinguir, además, que solo un juez puede disolver o
suspender una asociación mediante resolución motivada, nunca la propia Administración.

Practica con más de 2.500 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Disposiciones generales. Los interesados en el 
procedimiento. La actividad de las Administraciones Públicas: normas generales de 
actuación. Términos y plazos.

Qué entra en este tema

LPACAP · Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
arts. 1 a 33 · 33 artículos

33 artículos · empieza en la pág. 20

Lo más preguntado de este tema

Art. 14 LPACAP 290
Art. 21 LPACAP 255
Art. 30 LPACAP 210
Art. 24 LPACAP 183
Art. 4 LPACAP 175

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 2.583 sobre el tema entero.

LPACAP
Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
En este tema: arts. 1 a 33 · 33 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10565

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el
procedimiento administrativo común a todas las Administraciones Públicas, incluyendo el sancionador y el de
reclamación de responsabilidad de las Administraciones Públicas, así como los principios a los que se ha de
ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria.

2. Solo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines
propios del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los
contemplados en esta Ley. Reglamentariamente podrán establecerse especialidades del procedimiento
referidas a los órganos competentes, plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia,
formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. La presente Ley se aplica al sector público, que comprende:

a) La Administración General del Estado.

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

c) Las Entidades que integran la Administración Local.

d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y
en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas.

c) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
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previsiones de esta Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 anterior.

4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las
funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y
supletoriamente por la presente Ley.

TÍTULO I DE LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO I LA CAPACIDAD DE OBRAR Y EL CONCEPTO DE INTERESADO

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.

b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.

c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.

2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.

3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.

4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
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5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente
administrativo acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho
momento. El documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de
apoderamientos correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.

6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.

7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen
los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la
representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán
requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá
comparecer el interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal,
este registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los
registros generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo
donde se inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada
Organismo podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.

2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.

3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.

b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.

c) Fecha de inscripción.

d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.

e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
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deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.

b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.

c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.

6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.

7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.

Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II IDENTIFICACIÓN Y FIRMA DE LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.

2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.

b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
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condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que
deberá emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar
que la utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento,
aun cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el
cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.

4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo.

Se modifica la letra c) del apartado 2 por la disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757
Se modifica por el art. 3.1 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.

2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.

b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
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acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que
deberá emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar
que la utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los
procedimientos en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al
amparo de lo dispuesto en la letra c).

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.

4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.

5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma.
Se modifica la letra c) del apartado 2 por la disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757
Se modifica por el art. 3.2 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.

2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.

b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.

c) Interponer recursos.

d) Desistir de acciones.

e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.

2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
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funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.

3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

TÍTULO II DE LA ACTIVIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

CAPÍTULO I NORMAS GENERALES DE ACTUACIÓN

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas
a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la
persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier
momento.

2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes
sujetos:

a) Las personas jurídicas.

b) Las entidades sin personalidad jurídica.

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
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trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de
la propiedad y mercantiles.

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por
cada Administración.

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a
través de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas
que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado
que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

Artículo 15. Lengua de los procedimientos.
1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado será el castellano. No
obstante lo anterior, los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con
sede en el territorio de una Comunidad Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella.
En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. Si concurrieran varios
interesados en el procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará
en castellano, si bien los documentos o testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua
elegida por los mismos.

2. En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Entidades Locales, el uso de la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente.

3. La Administración Pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes
de los mismos que deban surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos
dirigidos a los interesados que así lo soliciten expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una
Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta del castellano, no será precisa su
traducción.

Artículo 16. Registros.
1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente
asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo
público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la salida de los
documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. Los Organismos públicos vinculados o
dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente
interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende. El
Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a los
registros electrónicos de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como
los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en
la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. Las disposiciones de creación de los
registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar
disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de
creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la
fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles. En la sede electrónica de acceso a cada registro
figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo.

2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán
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la fecha del día en que se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin
dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que
hubieran sido recibidas.

3. El registro electrónico de cada Administración u Organismo garantizará la constancia, en cada asiento que
se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación,
identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo
al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se registra. Para ello, se emitirá
automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo
la fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros
documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos.

4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán
presentarse:

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes
registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.

b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.

c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.

d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.

e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. Los registros electrónicos de todas y cada
una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su
compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales
y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

5. Los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas, deberán ser
digitalizados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 y demás normativa aplicable, por la oficina de
asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al expediente
administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio de aquellos supuestos en
que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte
obligatoria la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de
digitalización. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de presentar
determinados documentos por medios electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas
físicas que, por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede
acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

6. Podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente cualesquiera
cantidades que haya que satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones
Públicas, sin perjuicio de la posibilidad de su abono por otros medios.

7. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas
en las que se prestará asistencia para la presentación electrónica de documentos.

8. No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial
establezca otra forma de presentación.

Artículo 17. Archivo de documentos.
1. Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que
correspondan a procedimientos finalizados, en los términos establecidos en la normativa reguladora aplicable.

2. Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar la autenticidad,
integridad y conservación del documento, así como su consulta con independencia del tiempo transcurrido
desde su emisión. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes
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que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. La eliminación de dichos documentos deberá ser
autorizada de acuerdo a lo dispuesto en la normativa aplicable.

3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de
acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad,
confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular,
asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el cumplimiento de las garantías
previstas en la legislación de protección de datos.

Artículo 18. Colaboración de las personas.
1. Las personas colaborarán con la Administración en los términos previstos en la Ley que en cada caso
resulte aplicable, y a falta de previsión expresa, facilitarán a la Administración los informes, inspecciones y
otros actos de investigación que requieran para el ejercicio de sus competencias, salvo que la revelación de la
información solicitada por la Administración atentara contra el honor, la intimidad personal o familiar o
supusieran la comunicación de datos confidenciales de terceros de los que tengan conocimiento por la
prestación de servicios profesionales de diagnóstico, asesoramiento o defensa, sin perjuicio de lo dispuesto en
la legislación en materia de blanqueo de capitales y financiación de actividades terroristas.

2. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que
no hayan comparecido en él tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante.

3. Cuando las inspecciones requieran la entrada en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que
requieran autorización del titular, se estará a lo dispuesto en el artículo 100.

Artículo 19. Comparecencia de las personas.
1. La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios
electrónicos, sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de ley.

2. En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el
lugar, fecha, hora, los medios disponibles y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla.

3. Las Administraciones Públicas entregarán al interesado certificación acreditativa de la comparecencia
cuando así lo solicite.

Artículo 20. Responsabilidad de la tramitación.
1. Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que
tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y
adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio
pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para
evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos.

2. Los interesados podrán solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública de que
dependa el personal afectado.

Artículo 21. Obligación de resolver.
1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos
cualquiera que sea su forma de iniciación. En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del
procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con
indicación de los hechos producidos y las normas aplicables. Se exceptúan de la obligación a que se refiere el
párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los
procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable
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o comunicación a la Administración.

2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del
correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de
Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea.

3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses.
Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.

b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el
registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación.

4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos
informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de
duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo. En todo caso, las
Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de
los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que
pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del
acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez
días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la
Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará
además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.

5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un
incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada
del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste,
podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo.

6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así
como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente
responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución
expresa en plazo. El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad
disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable.

Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver.
1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá
suspender en los siguientes casos:

a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de
documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del
requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del plazo concedido,
todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de la presente Ley.

b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la Unión Europea, por
el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del
pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.

c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione
directamente el contenido de la resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia,
lo que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también habrá de ser
notificado.

d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el
tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe,
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que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en
ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el
procedimiento.

e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los
interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.

f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos
previstos en el artículo 86 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin
efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la
Administración o los interesados.

g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo
pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá
de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también
deberá serles comunicado.

2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspenderá
en los siguientes casos:

a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es
ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el
supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 de esta Ley, desde que se realiza el requerimiento
hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso
administrativa. Deberá ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su
cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo.

b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las
previstas en el artículo 87, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del
inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación.

c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un
procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado.

Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar.
1. Excepcionalmente, cuando se hayan agotado los medios personales y materiales disponibles a los que se
refiere el apartado 5 del artículo 21, el órgano competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano
instructor o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, podrá acordar de manera motivada la
ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no pudiendo ser éste superior al establecido para la
tramitación del procedimiento.

2. Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados,
no cabrá recurso alguno.

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la
Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo
máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una
norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo
contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga
el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés
general. El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de
petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como
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consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al
servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los
procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. El sentido del silencio
también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de
revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya
interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se
entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no
dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo
anterior de este apartado.

2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo
finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir
a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte
procedente.

3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al
siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción
del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al
vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la
Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen
efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin
que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido
en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio
por el órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para
resolver el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento,
computándose el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese
entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.
1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya
dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal
de resolver, produciendo los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la
constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren
comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En
estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos
previstos en el artículo 95.

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se
interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones Públicas.
1. Se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de las
Administraciones Públicas. Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por
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escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de
expresión y constancia.

2. Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato
determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible
incorporación a un expediente electrónico.

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa
aplicable. Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos requisitos, sean
trasladados a un tercero a través de medios electrónicos.

3. No requerirán de firma electrónica, los documentos electrónicos emitidos por las Administraciones
Públicas que se publiquen con carácter meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un
expediente administrativo. En todo caso, será necesario identificar el origen de estos documentos.

Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas.
1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de
expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos o privados. Las copias auténticas
de documentos privados surten únicamente efectos administrativos. Las copias auténticas realizadas por una
Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. A estos efectos, la Administración
General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales podrán realizar copias auténticas
mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa automatizada. Se deberá mantener
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
expedición de copias auténticas que deberán ser plenamente interoperables y estar interconectados con los
de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de comprobar la validez de la citada habilitación. En
este registro o sistema equivalente constarán, al menos, los funcionarios que presten servicios en las oficinas
de asistencia en materia de registros.

2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las
realizadas, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en
las que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido. Las copias
auténticas tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales.

3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de
copias auténticas, las Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de
Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las
siguientes reglas:

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o
sin cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se
visualicen al consultar el documento.

b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de
digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que
acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. Se entiende por
digitalización, el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en otro
soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del
documento.
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c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la
condición de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que
permitirá contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u
Organismo público emisor.

d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán
mediante una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la
Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del
documento original. A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la sede electrónica
correspondiente, los códigos seguros de verificación u otro sistema de verificación utilizado.

4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los
documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las Administraciones Públicas.
La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones
derivadas de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en el plazo de quince días a contar desde la
recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente. Asimismo,
las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de cualquier
documento en papel que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente administrativo.

5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas electrónicas, deberá quedar expresamente
así indicado en el documento de la copia.

6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos notariales, registrales y judiciales, así como de
los diarios oficiales, se regirá por su legislación específica.

Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo.
1. Los interesados deberán aportar al procedimiento administrativo los datos y documentos exigidos por las
Administraciones Públicas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, los interesados
podrán aportar cualquier otro documento que estimen conveniente.

2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la
Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier otra Administración. La administración
actuante podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la
oposición cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de potestades
sancionadoras o de inspección. Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos
electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación
de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto. Cuando se trate de informes preceptivos ya
elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos deberán ser remitidos
en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará al interesado de que
puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano competente.

3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que,
con carácter excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. Asimismo, las
Administraciones Públicas no requerirán a los interesados datos o documentos no exigidos por la normativa
reguladora aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier Administración.
A estos efectos, el interesado deberá indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los
citados documentos, debiendo las Administraciones Públicas recabarlos electrónicamente a través de sus
redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas
electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición expresa del interesado o
la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso. Excepcionalmente, si las Administraciones
Públicas no pudieran recabar los citados documentos, podrán solicitar nuevamente al interesado su
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aportación.

4. Cuando con carácter excepcional, y de acuerdo con lo previsto en esta Ley, la Administración solicitara al
interesado la presentación de un documento original y éste estuviera en formato papel, el interesado deberá
obtener una copia auténtica, según los requisitos establecidos en el artículo 27, con carácter previo a su
presentación electrónica. La copia electrónica resultante reflejará expresamente esta circunstancia.

5. Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el procedimiento lo exija o existan dudas
derivadas de la calidad de la copia, las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el cotejo de las
copias aportadas por el interesado, para lo que podrán requerir la exhibición del documento o de la
información original.

6. Las copias que aporten los interesados al procedimiento administrativo tendrán eficacia, exclusivamente en
el ámbito de la actividad de las Administraciones Públicas.

7. Los interesados se responsabilizarán de la veracidad de los documentos que presenten.
Se modifican los apartados 2 y 3 por la disposición final 12 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673

CAPÍTULO II TÉRMINOS Y PLAZOS

Artículo 29. Obligatoriedad de términos y plazos.
Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los
mismos.

Artículo 30. Cómputo de plazos.
1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de
un día hábil. Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la
hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una
duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días.

2. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los
declarados festivos. Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el
Derecho de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.

3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la
notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la
estimación o la desestimación por silencio administrativo.

4. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar
la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la
estimación o desestimación por silencio administrativo. El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la
notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de
vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira
el último día del mes.

5. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

6. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil
en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.

7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción
al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de
cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles
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de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de aplicación. Dicho
calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así como en
otros medios de difusión que garanticen su conocimiento generalizado.

8. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el
funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de
trabajo o el régimen de jornada y horarios de las mismas.

Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros.
1. Cada Administración Pública publicará los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las
oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de
los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos.

2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de cómputo de los plazos,
por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad
necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible. El funcionamiento del registro
electrónico se regirá por las siguientes reglas:

a) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.

b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos
por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer
día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil. Los
documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día
inhábil. Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los
que lo fueran el primer día hábil posterior.

c) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá
determinado por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u
Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a
quien presentó el documento.

3. La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al
ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario previsto en el artículo
30.7, los días que se considerarán inhábiles a los efectos previstos en este artículo. Este será el único
calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, sin
que resulte de aplicación a los mismos lo dispuesto en el artículo 30.6.

Artículo 32. Ampliación.
1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados,
una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo
aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a
los interesados.

2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso a los procedimientos
tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, sustanciándose en el
interior, exijan cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes
fuera de España.

3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso,
antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya
vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán susceptibles de recurso, sin
perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.
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4. Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación
que corresponda, y hasta que se solucione el problema, la Administración podrá determinar una ampliación
de los plazos no vencidos, debiendo publicar en la sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida
como la ampliación concreta del plazo no vencido.

5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente afectados los servicios y
sistemas utilizados para la tramitación de los procedimientos y el ejercicio de los derechos de los interesados
que prevé la normativa vigente, la Administración podrá acordar la ampliación general de plazos de los
procedimientos administrativos.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 21 del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4972

Artículo 33. Tramitación de urgencia.
1. Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la
aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad los plazos
establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos.

2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al
procedimiento, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 Respecto al cómputo de plazos en el procedimiento administrativo, señale la opción CORRECTA:

A) Si el plazo se fija en meses o años, si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que 
comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes.

B) Los plazos expresados en días se contarán desde el día en que tenga lugar la notificación o publicación del acto 
de que se trate, o desde aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo.

C) Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se 
señalen por días, se entiende que éstos son naturales, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y 
los declarados festivos.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.
Gobierno de Aragón, 2026

2 De acuerdo con el artículo 10 de la Ley 39/2015, las personas interesadas no necesitarán obligatoriamente 
autenticarse para:

A) Formular solicitudes.

B) Desistir de acciones.

C) Interponer recursos.

D) Presentar quejas o sugerencias.
Región de Murcia, 2021
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3 De acuerdo con el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas (en adelante LPAC), ¿qué sujetos, en todo caso, estarán obligados a 
relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de 
cualquier trámite de un procedimiento administrativo?

A) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que no se requiera colegiación obligatoria, para los trámites y 
actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional

B) Las entidades sin personalidad jurídica

C) Quienes representen a un interesado que no esté obligado a relacionarse electrónicamente con la 
Administración

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Pozuelo de Alarcón, 2025

4 En relación al sentido del silencio administrativo producido en procedimientos iniciados a solicitud del 
interesado, señale la respuesta incorrecta:

A) Será desestimatorio en los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

B) Tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición.

C) Será desestimatorio en los procedimientos que impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el 
medio ambiente.

D) Tendrá efecto estimatorio en los procedimientos de revisión de oficio.
Gobierno de Canarias, 2026

5 ¿Se consideran interesados en el procedimiento administrativo, de acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas?

A) Quienes conozcan de un procedimiento que afecte a los derechos e intereses legítimos de un familiar hasta el 
segundo grado de consanguinidad.

B) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

C) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que no puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

D) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución, y se 
personen en el procedimiento una vez haya recaído resolución definitiva.

Ayuntamiento de Villena, 2025
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 30 LPACAP pág. 35 Cuando un plazo se expresa en meses o años, vence el mismo día ordinal en que se
inició el cómputo. Si el mes de vencimiento no tiene ese día, el plazo expira el último día de ese mes. Esta regla
está prevista para el cómputo de plazos en el procedimiento administrativo común.

2 D Art. 10 LPACAP pág. 24 El artículo 10 regula los medios que permiten acreditar la autenticidad de la
voluntad cuando se firma, pero no establece que toda actuación ante la Administración deba llevar firma. La
presentación de quejas o sugerencias no está entre las actuaciones para las que se exige obligatoriamente
firmar. Por ello, no es necesario autenticarse de forma obligatoria para presentarlas.

3 B Art. 14 LPACAP pág. 26 Determinadas personas deben tramitar siempre por vía telemática con la
Administración. Entre ellas figuran las agrupaciones, comunidades o conjuntos de personas que actúan unidos
sin tener una personalidad jurídica propia reconocida. También quedan obligadas las sociedades y demás
personas jurídicas, los profesionales que ejercen actividades con colegiación obligatoria y quienes representan
a alguien que ya está obligado. Conviene precisar el matiz: la obligación recae cuando la profesión exige
colegiación, no cuando no la requiere, y cuando se representa a un interesado que sí está obligado.

4 D Art. 24.1 LPACAP pág. 31 En los procedimientos iniciados a solicitud de una persona interesada, el silencio
tiene, como regla general, efecto estimatorio, pero la ley establece excepciones expresas. Entre ellas están los
procedimientos de revisión de oficio iniciados a solicitud de parte, cuyo silencio es desestimatorio. Por ello, no
se produce un efecto estimatorio en esos procedimientos.

5 B Art. 4 LPACAP pág. 21 Tiene la condición de interesado quien impulsa el procedimiento porque es titular de
un derecho o de un interés legítimo, ya sea individual o colectivo. Junto a este, también lo son quienes, sin
haberlo iniciado, tengan derechos que puedan verse afectados por la decisión, y quienes con intereses legítimos
puedan verse afectados por la resolución, siempre que se personen antes de que recaiga resolución definitiva. El
parentesco por sí solo no atribuye esa condición; lo decisivo es la titularidad del derecho o interés.
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
El municipio: concepto y elementos. Territorio y población. Alteración de términos 
municipales en la legislación básica y autonómica. La provincia. Competencias. Otras 
entidades locales. Mancomunidades, comarcas y otras agrupaciones de municipios. 
Estructura del Ayuntamiento de Trasmiras.

Qué entra en este tema

LBRL · Ley 7/1985 bases del régimen local
arts. 11 a 14, 31 a 38 y 42 a 44 · 16 artículos

TRRL · RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local
arts. 2 a 11, 25 y 30 a 45 · 27 artículos

RPDT · Reglamento de Poblacion y Demarcacion Territorial d…
arts. 1 a 52 · 52 artículos

LAL-GAL · Ley 5/1997 de Administración Local de Galicia
arts. 10 a 51, 101 a 122 y 135 a 170 · 100 artículos

195 artículos · empieza en la pág. 40

Lo más preguntado de este tema

Art. 11 LBRL 67
Art. 13 LBRL 28
Art. 36 LBRL 27
Art. 33 LBRL 18
Art. 44 LBRL 15

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 231 sobre el tema entero.

LBRL
Ley 7/1985 bases del régimen local
En este tema: arts. 11 a 14, 31 a 38 y 42 a 44 · 16 artículos · texto consolidado a 22 de octubre de 2026 · BOE-
A-1985-5392

TÍTULO II EL MUNICIPIO

Artículo 11.
1. El Municipio es la entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personalidad jurídica
y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

2. Son elementos del Municipio el territorio, la población y la organización.

CAPÍTULO I TERRITORIO Y POBLACIÓN

Artículo 12.
1. El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.

2. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifica por el art. único.1 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 13.
1. La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos municipales, se regularán por la
legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la alteración de términos
municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provinciales. Requerirán en todo
caso audiencia de los municipios interesados y dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo
superior de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de la
Administración que ejerza la tutela financiera. Simultáneamente a la petición de este dictamen se dará
conocimiento a la Administración General del Estado.

2. La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población
territorialmente diferenciados, de al menos 4.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean
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financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias
municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían siendo prestados.

3. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios
geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de
municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.

4. Los municipios, con independencia de su población, colindantes dentro de la misma provincia podrán
acordar su fusión mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del procedimiento previsto en la normativa
autonómica. El nuevo municipio resultante de la fusión no podrá segregarse hasta transcurridos diez años
desde la adopción del convenio de fusión. Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación lo
siguiente:

a) El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación de acuerdo con el artículo 124.1 del texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo se incrementará en 0,10.

b) El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria que le corresponda en ningún caso podrá ser
inferior al más elevado de los valores previos que tuvieran cada municipio por separado antes de la fusión
de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

c) Su financiación mínima será la suma de las financiaciones mínimas que tuviera cada municipio por
separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

d) De la aplicación de las reglas contenidas en las letras anteriores no podrá derivarse, para cada ejercicio,
un importe total superior al que resulte de lo dispuesto en el artículo 123 del citado texto refundido de la
Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

e) Se sumarán los importes de las compensaciones que, por separado, corresponden a los municipios que
se fusionen y que se derivan de la reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas de la disposición
adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de Reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
Reguladora de las Haciendas Locales, actualizadas en los mismos términos que los ingresos tributarios del
Estado en cada ejercicio respecto a 2004, así como la compensación adicional, regulada en la disposición
adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, actualizada en los mismos términos que los
ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2006.

f) Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos de los previstos en el artículo 26 que le
corresponda por razón de su aumento poblacional.

g) Durante, al menos, los cinco primeros años desde la adopción del convenio de fusión, tendrá
preferencia en la asignación de planes de cooperación local, subvenciones, convenios u otros instrumentos
basados en la concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse por la Ley de Presupuestos Generales del Estado.
La fusión conllevará: a) La integración de los territorios, poblaciones y organizaciones de los municipios,
incluyendo los medios personales, materiales y económicos, del municipio fusionado. A estos efectos, el
Pleno de cada Corporación aprobará las medidas de redimensionamiento para la adecuación de las
estructuras organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de su nueva situación. De la
ejecución de las citadas medidas no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los
municipios afectados. b) El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido
transitoriamente por la suma de los concejales de los municipios fusionados en los términos previstos en
la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. c) Si se acordara en el Convenio de
fusión, cada uno de los municipios fusionados, o alguno de ellos podrá funcionar como forma de
organización desconcentrada de conformidad con lo previsto en el artículo 24 bis. d) El nuevo municipio se
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subrogará en todos los derechos y obligaciones de los anteriores municipios, sin perjuicio de lo previsto en
la letra e). e) Si uno de los municipios fusionados estuviera en situación de déficit se podrán integrar, por
acuerdo de los municipios fusionados, las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren
liquidables en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad separada, adscrito al nuevo
municipio, que designará un liquidador al que le corresponderá la liquidación de este fondo. Esta
liquidación deberá llevarse a cabo durante los cinco años siguientes desde la adopción del convenio de
fusión, sin perjuicio de los posibles derechos que puedan corresponder a los acreedores. La aprobación de
las normas a las que tendrá que ajustarse la contabilidad del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda
y Administraciones Públicas, a propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado. f) El
nuevo municipio aprobará un nuevo presupuesto para el ejercicio presupuestario siguiente a la adopción
del convenio de fusión.

5. Las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, en colaboración con la Comunidad Autónoma,
coordinarán y supervisarán la integración de los servicios resultantes del proceso de fusión.

6. El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos de los municipios
fusionados. La adopción de los acuerdos previstos en el artículo 47.2, siempre que traigan causa de una
fusión, será por mayoría simple de los miembros de la corporación.

Se modifica el apartado 2 por el art. 128.1 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758
Téngase en cuenta, para los procedimientos de desanexión iniciados o en tramitación, lo que establece la disposición transitoria 11 de el 
citado Real Decreto-ley.
Se modifica por el art. 1.5 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 14.
1. Los cambios de denominación de los Municipios solo tendrán carácter oficial cuando, tras haber sido
anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para la inscripción de todas las entidades a
que se refiere la presente Ley, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado».

2. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier otra lengua
española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

TÍTULO III LA PROVINCIA

Artículo 31.
1. La Provincia es una entidad local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica
propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

2. Son fines propios y específicos de la Provincia garantizar los principios de solidaridad y equilibrio
intermunicipales, en el marco de la política económica y social, y, en particular:

a) Asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio provincial de los servicios de
competencia municipal.

b) Participar en la coordinación de la Administración local con la de la Comunidad Autónoma y la del
Estado.

3. El gobierno y la administración autónoma de la Provincia corresponden a la Diputación u otras
Corporaciones de carácter representativo.

CAPÍTULO I ORGANIZACIÓN

Artículo 32.
La organización provincial responde a las siguientes reglas:

1. El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno y el Pleno existen en todas las Diputaciones.
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2. Asimismo, existirán en todas las Diputaciones órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta
de los asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del
Presidente, la Junta de Gobierno y los Diputados que ostenten delegaciones, siempre que la respectiva
legislación autonómica no prevea una forma organizativa distinta en este ámbito y sin perjuicio de las
competencias de control que corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación
tendrán derecho a participar en dichos órganos, mediante la presencia de Diputados pertenecientes a los
mismos, en proporción al número de Diputados que tengan en el Pleno.

3. El resto de los órganos complementarios de los anteriores se establece y regula por las propias
Diputaciones. No obstante las leyes de las comunidades autónomas sobre régimen local podrán establecer
una organización provincial complementaria de la prevista en este texto legal.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifica por el art. 1.6 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso 
primero del apartado 2, si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y la inconstitucionalidad y nulidad del inciso segundo del 
apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 32 bis. Personal Directivo de Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares.
El nombramiento del personal directivo que, en su caso, hubiera en las Diputaciones, Cabildos y Consejos
Insulares deberá efectuarse de acuerdo a criterios de competencia profesional y experiencia, entre
funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales o con
habilitación de carácter nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados en el subgrupo A1, salvo
que el correspondiente Reglamento Orgánico permita que, en atención a las características específicas de las
funciones de tales órganos directivos, su titular no reúna dicha condición de funcionario.

Se añade por el art. 1.12 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756. Téngase en cuenta que el régimen previsto en este 
artículo será de aplicación a los nombramientos que se produzcan con posterioridad a la entrada en vigor de la citada Ley, según establece su 
disposición transitoria octava.

Artículo 33.
1. El Pleno de la Diputación está constituido por el Presidente y los Diputados.

2. Corresponde en todo caso al Pleno:

a) La organización de la Diputación.

b) La aprobación de las ordenanzas.

c) La aprobación y modificación de los Presupuestos, la disposición de gastos dentro de los límites de su
competencia y la aprobación provisional de las cuentas; todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.

d) La aprobación de los planes de carácter provincial.

e) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.

f) La aprobación de la plantilla de personal, la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de las
retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios, y el número y régimen del personal
eventual.

g) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.

h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras Entidades locales y demás Administraciones
públicas.

i) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Corporación en materias de
competencia plenaria.

j) La declaración de lesividad de los actos de la Diputación.

k) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada en el ejercicio económico exceda
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del 10 por 100 de los recursos ordinarios, salvo las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe
acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15 por 100 de los ingresos corrientes
liquidados en el ejercicio anterior, todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales.

l) (Derogada)

m) La aprobación de los proyectos de obra y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y cuando aún no estén previstos en los Presupuestos.

n) (Derogada) ñ) Aquellas atribuciones que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una
mayoría especial.

o) Las demás que expresamente la atribuyan las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Presidente y sobre la cuestión
de confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en
todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.

4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Presidente y en la Comisión de Gobierno, salvo
las enunciadas en el número 2, letras a), b), c), d), e), f), h) y ñ), y número 3 de este artículo.
Se deroga el apartado 2.l) y.n) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874
Se modifica el apartado 3 por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifica el apartado 2.l) por el art. 46.2 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786
Redactado el apartado 2.l) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744
Se modifican los apartados 2 y 3 y se añade el apartado 4 por el art. 1.7, de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 34.
1. Corresponde en todo caso al Presidente de la Diputación:

a) Dirigir el gobierno y la administración de la provincia.

b) Representar a la Diputación.

c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en la presente Ley y en la
legislación electoral general, de la Junta de Gobierno y cualquier otro órgano de la Diputación, y decidir los
empates con voto de calidad.

d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras cuya titularidad o ejercicio corresponde a la
Diputación Provincial.

e) Asegurar la gestión de los servicios propios de la Comunidad Autónoma cuya gestión ordinaria esté
encomendada a la Diputación.

f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro
de los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en
el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por 100 de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por 100 de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de
puestos de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.

h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida
la separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
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cuenta al Pleno en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá sin perjuicio de lo previsto
en el artículo 99.1 y 3 de esta Ley.

i) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Diputación en las materias de su
competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la
competencia del Pleno, en este último supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.

j) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materia de la competencia del
Presidente.

k) (Derogada)

l) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el Presupuesto.

m) (Derogada)

n) Ordenar la publicación y ejecución y hacer cumplir los acuerdos de la Diputación. ñ) Las demás que
expresamente les atribuyan las leyes.

o) El ejercicio de aquellas otras atribuciones que la legislación del Estado o de las Comunidades Autónomas
asigne a la Diputación y no estén expresamente atribuidas a otros órganos.

2. El Presidente puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo la de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno, decidir los empates con el voto de calidad, concertar operaciones de crédito,
la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de funcionarios y el despido del personal
laboral, y las enunciadas en los párrafos a), i) y j) del número anterior.

3. Corresponde, asimismo, al Presidente el nombramiento de los Vicepresidentes.
Se deroga el apartado 1.k) y.m) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874
Se modifica el apartado 2 y las letras c), k) y m) del apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifican los apartados 1.f) y.k) por el art. 46.3 y.4 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786
Se modifica por el art. 1.8 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932
Redactado el apartado 1.f) y.h) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Artículo 35.
1. La Junta de Gobierno se integra por el Presidente y un número de Diputados no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.

2. Corresponde a la Junta de Gobierno:

a) La asistencia al Presidente en el ejercicio de sus atribuciones.

b) Las atribuciones que el Presidente le delegue o le atribuyan las leyes.

3. El Presidente puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de
Gobierno, sin perjuicio de las delegaciones especiales que para cometidos específicos pueda realizar a favor
de cualesquiera Diputados, aunque no perteneciera a la Junta de Gobierno.

4. Los Vicepresidentes sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Presidente, siendo libremente designados por éste entre los miembros de la Junta de Gobierno.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.9 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

CAPÍTULO II COMPETENCIAS

Artículo 36.
1. Son competencias propias de la Diputación o entidad equivalente las que le atribuyan en este concepto las
leyes del Estado y de las Comunidades Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo
caso, las siguientes:
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a) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación integral y
adecuada a que se refiere el apartado a) del número 2 del artículo 31.

b) La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000
habitantes la prestación de los servicios de secretaría e intervención.

c) La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal y el
fomento o, en su caso, coordinación de la prestación unificada de servicios de los municipios de su
respectivo ámbito territorial. En particular, asumirá la prestación de los servicios de tratamiento de
residuos en los municipios de menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extinción de incendios en los
de menos de 20.000 habitantes, cuando éstos no procedan a su prestación.

d) La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación en el territorio
provincial, de acuerdo con las competencias de las demás Administraciones Públicas en este ámbito.

e) El ejercicio de funciones de coordinación en los casos previstos en el artículo 116 bis.

f) Asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria, en periodo voluntario
y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión financiera de los municipios con población inferior a 20.000
habitantes.

g) La prestación de los servicios de administración electrónica y la contratación centralizada en los
municipios con población inferior a 20.000 habitantes.

h) El seguimiento de los costes efectivos de los servicios prestados por los municipios de su provincia.
Cuando la Diputación detecte que estos costes son superiores a los de los servicios coordinados o prestados
por ella, ofrecerá a los municipios su colaboración para una gestión coordinada más eficiente de los
servicios que permita reducir estos costes.

i) La coordinación mediante convenio, con la Comunidad Autónoma respectiva, de la prestación del
servicio de mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los municipios con población
inferior a 5000 habitantes.

2. A los efectos de lo dispuesto en las letras a), b) y c) del apartado anterior, la Diputación o entidad
equivalente:

a) Aprueba anualmente un plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia
municipal, en cuya elaboración deben participar los Municipios de la Provincia. El plan, que deberá
contener una memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios de distribución de los fondos,
criterios que en todo caso han de ser objetivos y equitativos y entre los que estará el análisis de los costes
efectivos de los servicios de los municipios, podrá financiarse con medios propios de la Diputación o
entidad equivalente, las aportaciones municipales y las subvenciones que acuerden la Comunidad
Autónoma y el Estado con cargo a sus respectivos presupuestos. Sin perjuicio de las competencias
reconocidas en los Estatutos de Autonomía y de las anteriormente asumidas y ratificadas por éstos, la
Comunidad Autónoma asegura, en su territorio, la coordinación de los diversos planes provinciales, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de esta Ley. Cuando la Diputación detecte que los costes efectivos
de los servicios prestados por los municipios son superiores a los de los servicios coordinados o prestados
por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de prestación unificada o supramunicipal para reducir sus
costes efectivos. El Estado y la Comunidad Autónoma, en su caso, pueden sujetar sus subvenciones a
determinados criterios y condiciones en su utilización o empleo y tendrán en cuenta el análisis de los
costes efectivos de los servicios de los municipios.

b) Asegura el acceso de la población de la Provincia al conjunto de los servicios mínimos de competencia
municipal y a la mayor eficacia y economía en la prestación de éstos mediante cualesquiera fórmulas de
asistencia y cooperación municipal. Con esta finalidad, las Diputaciones o entidades equivalentes podrán
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otorgar subvenciones y ayudas con cargo a sus recursos propios para la realización y el mantenimiento de
obras y servicios municipales, que se instrumentarán a través de planes especiales u otros instrumentos
específicos.

c) Garantiza el desempeño de las funciones públicas necesarias en los Ayuntamientos y les presta apoyo en
la selección y formación de su personal sin perjuicio de la actividad desarrollada en estas materias por la
Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas.

d) Da soporte a los Ayuntamientos para la tramitación de procedimientos administrativos y realización de
actividades materiales y de gestión, asumiéndolas cuando aquéllos se las encomienden.

Se declara que no son inconstitucionales los apartados 1.g) y 2.a), segundo párrafo, en la redacción dada por la Ley 27/2013, interpretado en 
los términos de los fundamentos jurídicos 11 y 12.c), respectivamente, por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839. En el 
mismo sentido, respecto al apartado 2.a), se pronuncian: - la Sentencia del TC 180/2016, de 20 de octubre, Ref. BOE-A-2016-11127, interpretado 
en los términos del fundamento jurídico 3 d). - y, en los términos del fundamento jurídico 2, las Sentencias del TC 44/2017, de 27 de abril, Ref. 
BOE-A-2017-5901, 54/2017, de 11 de mayo, Ref. BOE-A-2017-6850, 101/2017, de 20 de julio, Ref. BOE-A-2017-9660 y 93/2017, de 6 de julio. Ref. 
BOE-A-2017-9652.
Se modifica por el art. 1.13 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 37.
1. Las Comunidades Autónomas podrán delegar competencias en las Diputaciones, así como encomendar a
éstas la gestión ordinaria de servicios propios en los términos previstos en los Estatutos correspondientes. En
este último supuesto las Diputaciones actuarán con sujeción plena a las instrucciones generales y particulares
de las Comunidades.

2. El Estado podrá, asimismo, previa consulta e informe de la Comunidad Autónoma interesada, delegar en las
Diputaciones competencias de mera ejecución cuando el ámbito provincial sea el más idóneo para la
prestación de los correspondientes servicios.

3. El ejercicio por las Diputaciones de las facultades delegadas se acomodará a lo dispuesto en el artículo 27.

Artículo 38.
Las previsiones establecidas para la Diputación en este Capítulo y en los restantes de la presente Ley serán de
aplicación a aquellas otras Corporaciones de carácter representativo a las que corresponda el gobierno y la
administración autónoma de la Provincia.

TÍTULO IV OTRAS ENTIDADES LOCALES

Artículo 42.
1. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos, podrán crear en su
territorio comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, cuyas características determinen
intereses comunes precisados de una gestión propia o demanden la prestación de servicios de dicho ámbito.

2. La iniciativa para la creación de una comarca podrá partir de los propios Municipios interesados. En
cualquier caso, no podrá crearse la comarca si a ello se oponen expresamente las dos quintas partes de los
Municipios que debieran agruparse en ella, siempre que, en este caso, tales Municipios representen al menos
la mitad del censo electoral del territorio correspondiente. Cuando la comarca deba agrupar a Municipios de
más de una Provincia, será necesario el informe favorable de las Diputaciones Provinciales a cuyo ámbito
territorial pertenezcan tales Municipios.

3. Las Leyes de las Comunidades Autónomas determinarán el ámbito territorial de las comarcas, la
composición y el funcionamiento de sus órganos de gobierno, que serán representativos de los Ayuntamientos
que agrupen, así como las competencias y recursos económicos que, en todo caso, se les asignen.

4. La creación de las Comarcas no podrá suponer la pérdida por los Municipios de la competencia para prestar
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los servicios enumerados en el artículo 26, ni privar a los mismos de toda intervención en cada una de las
materias enumeradas en el apartado 2 del artículo 25.

Artículo 43.
1. Las Comunidades Autónomas, previa audiencia de la Administración del Estado y de los Ayuntamientos y
Diputaciones afectados, podrán crear, modificar y suprimir, mediante Ley, áreas metropolitanas, de acuerdo
con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos.

2. Las áreas metropolitanas son entidades locales integradas por los Municipios de grandes aglomeraciones
urbanas entre cuyos núcleos de población existan vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la
planificación conjunta y la coordinación de determinados servicios y obras.

3. La legislación de la Comunidad Autónoma determinará los órganos de gobierno y administración, en los
que estarán representados todos los Municipios integrados en el área; el régimen económico y de
funcionamiento, que garantizará la participación de todos los Municipios en la toma de decisiones y una justa
distribución de las cargas entre ellos; así como los servicios y obras de prestación o realización metropolitana
y el procedimiento para su ejecución.

Artículo 44.
1. Se reconoce a los municipios el derecho a asociarse con otros en mancomunidades para la ejecución en
común de obras y servicios determinados de su competencia.

2. Las mancomunidades tienen personalidad y capacidad jurídicas para el cumplimiento de sus fines
específicos y se rigen por sus Estatutos propios. Los Estatutos han de regular el ámbito territorial de la
entidad, su objeto y competencia, órganos de gobierno y recursos, plazo de duración y cuantos otros extremos
sean necesarios para su funcionamiento. En todo caso, los órganos de gobierno serán representativos de los
ayuntamientos mancomunados.

3. El procedimiento de aprobación de los estatutos de las mancomunidades se determinará por la legislación
de las comunidades autónomas y se ajustará, en todo caso, a las siguientes reglas:

a) La elaboración corresponderá a los concejales de la totalidad de los municipios promotores de la
mancomunidad, constituidos en asamblea.

b) La Diputación o Diputaciones provinciales interesadas emitirán informe sobre el proyecto de estatutos.

c) Los Plenos de todos los ayuntamientos aprueban los estatutos.

4. Se seguirá un procedimiento similar para la modificación o supresión de mancomunidades.

5. Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas comunidades
autónomas, siempre que lo permitan las normativas de las comunidades autónomas afectadas.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

TRRL
RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local
En este tema: arts. 2 a 11, 25 y 30 a 45 · 27 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1986-9865

TITULO II EL MUNICIPIO

CAPITULO I TERRITORIO Y POBLACIÓN

Artículo 2.
Cada Municipio pertenecerá a una sola provincia.
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Artículo 3.
1. La alteración de términos municipales podrá producirse:

a) Por incorporación de uno o más Municipios a otro u otros limítrofes.

b) Por fusión de dos o más Municipios limítrofes.

c) Por segregación de parte del territorio de uno o varios Municipios para constituir otro independiente.

d) Por segregación de parte del territorio de un Municipio para agregarlo a otro limítrofe.

2. En ningún caso la alteración de términos municipales podrá suponer modificación de los límites
provinciales.

Artículo 4.
La incorporación de uno o más Municipios a otro u otros limítrofes solamente podrá acordarse cuando se den
notorios motivos de necesidad o conveniencia económica o administrativa.

Artículo 5.
La fusión de Municipios limítrofes a fin de constituir uno solo podrá realizarse:

a) Cuando separadamente carezcan de recursos suficientes para atender los servicios mínimos exigidos por la
Ley.

b) Cuando se confundan sus núcleos urbanos como consecuencia del desarrollo urbanístico.

c) Cuando existan notorios motivos de necesidad o conveniencia económica o administrativa.

Artículo 6.
La segregación de parte del territorio de uno o varios Municipios para constituir otro independiente podrá
realizarse cuando existan motivos permanentes de interés público, relacionados con la colonización interior,
explotación de minas, instalación de nuevas industrias, creación de regadíos, obras públicas u otras análogas.

Artículo 7.
La segregación de parte del territorio de un Municipio para agregarlo a otro limítrofe, podrá realizarse cuando
concurra alguna de las causas señaladas en los apartados b) y c) del artículo 5.

Artículo 8.
1. No podrá segregarse parte de un Municipio si con ello se privara a éste de las condiciones previstas en el
artículo 13.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril. Tampoco podrá segregarse ningún núcleo de población de un
término municipal cuando se halle unido por calle o zona urbana a otro del Municipio originario.

2. En los supuestos de segregación parcial de un término municipal, conjuntamente con la división del
territorio se hará la de los bienes, derechos y acciones, así como la de las deudas y cargas, en función del
número de habitantes y de la riqueza imponible del núcleo que se trate de segregar.

Artículo 9.
1. El procedimiento para la alteración de los términos municipales en los supuestos previstos por los artículos
4, 5, 6 y 7 de esta Ley, se iniciará de oficio por la correspondiente Comunidad Autónoma o a instancia del
Ayuntamiento interesado, de la respectiva Diputación o de la Administración del Estado. En todo caso, será
preceptiva la audiencia de la Diputación Provincial y de los Ayuntamientos interesados.

2. En los supuestos de fusión o de incorporación voluntaria de Municipios limítrofes, el procedimiento se
promoverá por acuerdo de los respectivos Ayuntamientos, adoptado con el voto favorable de las dos terceras
partes del número de hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la
Corporación. Los acuerdos se someterán a información pública, y las alegaciones y reclamaciones que puedan
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formularse serán resueltas por los mismos Ayuntamientos con idéntica mayoría.

3. En los casos de segregación parcial de carácter voluntario se cumplirán los mismos requisitos del número
anterior, salvo que haya mediado previamente petición escrita de la mayoría de los vecinos residentes en la
porción que haya de segregarse, en cuyo caso el expediente se elevará al órgano competente para su
resolución definitiva, aun cuando los acuerdos municipales no hubieran sido favorables.

4. En todos los casos de alteración de términos municipales será necesario el previo dictamen del órgano
consultivo superior del Consejo de Gobierno de la respectiva Comunidad Autónoma, si existiere o, en su
defecto, del Consejo de Estado. Simultánea-mente a la petición del dictamen se dará conocimiento del
expediente a la Administración del Estado.

5. La resolución definitiva del procedimiento se hará por Decreto del Consejo de Gobierno de la Comunidad
Autónoma correspondiente, del que se dará traslado a la Administración del Estado a efectos de lo previsto en
el artículo 14.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Artículo 10.
Las cuestiones que se susciten entre Municipios sobre deslinde de sus términos municipales serán resueltas
por la correspondiente Comunidad Autónoma, previo informe del Instituto Geográfico Nacional y dictamen
del órgano consultivo superior del Consejo de Gobierno de aquélla, si existiere o, en su defecto, del Consejo de
Estado.

Artículo 11.
1. La alteración del nombre y capitalidad de los Municipios podrá llevarse a efecto por el Consejo de Gobierno
de la Comunidad Autónoma, previo acuerdo del Ayuntamiento e informe de la Diputación Provincial
respectiva.

2. El acuerdo corporativo deberá ser adoptado con la mayoría prevista en el artículo 47.2.d), de la Ley 7/1985,
de 2 de abril.

3. De la resolución que adopte el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma deberá darse traslado a la
Administración del Estado a los efectos previstos en el artículo 14.1 de la citada Ley.

TITULO III LA PROVINCIA

CAPITULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 25.
1. El Territorio de la Nación española se divide en cincuenta provincias con los límites, denominación y
capitales que tienen actualmente.

2. Sólo mediante Ley aprobada por las Cortes Generales puede modificarse la denominación y capitalidad de
las provincias. Cualquier alteración de sus límites requerirá Ley Orgánica.

CAPITULO III COMPETENCIAS REORDENADO CONFORME A LA CORRECCIÓN DE ERRORES PUBLICADA EN BOE NÚM.

Artículo 30.
1. La Diputación cooperará a la efectividad de los servicios municipales, preferentemente de los obligatorios,
aplicando a tal fin:

a) Los medios económicos propios de la misma que se asignen.

b) Las subvenciones o ayudas financieras que concedan el Estado o la Comunidad Autónoma.

c) Las subvenciones o ayudas de cualquier otra procedencia.

d) El producto de operaciones de crédito.

2. La cooperación podrá ser total o parcial, según aconsejen las circunstancias económicas de los Municipios
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interesados.

3. Los servicios a que debe alcanzar la cooperación serán, en todo caso, los relacionados como mínimos en el
artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

4. La preferencia entre los distintos servicios mínimos a que alude el número anterior, se determinará sobre la
base de los objetivos a que se refiere el artículo 36.2.a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, atendiendo a las
circunstancias de cada Municipio y con respeto de las prioridades sectoriales que se determinan en la forma
establecida en el artículo 59 de dicha Ley.

5. También cooperará la Diputación en la elaboración de planes territoriales y urbanísticos, redacción de
proyectos, dirección de obras o instalaciones, informes técnicos previos al otorgamiento de licencias y gestión
tributaria, construcción y conservación de caminos y vías rurales y demás obras y servicios de la competencia
municipal.

6. Las formas de cooperación serán:

a) La asistencia administrativa en el ejercicio de las funciones públicas necesarias.

b) El asesoramiento jurídico, económico y técnico.

c) Ayudas de igual carácter en la redacción de estudios y proyectos.

d) Subvenciones a fondo perdido.

e) Ejecución de obras e instalación de servicios.

f) La concesión de créditos y la creación de Cajas de Crédito para facilitar a los Ayuntamientos operaciones
de este tipo, g) La creación de consorcios u otras formas asociativas legalmente autorizadas. h) La
suscripción de convenios administrativos. i) Cualesquiera otras que establezca la Diputación con arreglo a
la Ley.

Artículo 31.
La aportación de los Municipios para el establecimiento de servicios por el sistema de cooperación, se fijará
en cada caso con arreglo a su capacidad económica, pudiendo hacerse efectiva con cargo a sus propios
ingresos o por créditos de la Diputación provincial. En este último supuesto, y sin perjuicio de cualesquiera
otras garantías, los ingresos que produzca el servicio establecido quedarán afectos preceptivamente al
reintegro de los mismos hasta su total extinción.

Artículo 32.
1. Para el desarrollo de la cooperación, las Diputaciones, con participación de los Ayuntamientos, redactarán
los planes provinciales establecidos en el artículo 36 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

2. Su contenido podrá diferenciarse por servicios o zonas.

3. Dichos planes se insertarán en el "Boletín Oficial de la Provincia" para que puedan formularse alegaciones y
reclamaciones sobre los mismos durante un plazo de diez días.

4. Los planes de cooperación serán aprobados por las Diputaciones después de haber dado participación a las
Administraciones del Estado y de la Comunidad Autónoma, y previo informe de la Comisión Provincial de
Colaboración con las Corporaciones Locales.

5. Aprobados definitivamente los planes, cualquier modificación requerirá el cumplimiento de los mismos
trámites prevenidos en este artículo.
Redactados los apartados 3 y 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 33.
En la formación y ejecución de los planes se observarán las siguientes reglas:

1.ª La subvención estatal para su financiación se librará a las Diputaciones.
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2.ª La ejecución corresponde a la Diputación sin perjuicio de la posibilidad de que la asuman los Municipios
afectados, siempre que así lo soliciten 3.ª Las obras y adquisiciones se efectuarán por los procedimientos
señalados en la legislación sobre contratación de las Entidades locales, pudiendo agrupar los proyectos por
servicios o zonas, a fin de obtener ventajas económicas y facilitar la concurrencia de licitadores de reconocida
solvencia. 4.ª Efectuada la recepción definitiva de las obras que se ejecuten por las Diputaciones, se entregarán
las mismas a la Entidad local que corresponda, a cuyo cargo correrá su conservación y mantenimiento.

Artículo 34.
Con independencia de las cuentas generales que hayan de remitir las Diputaciones, enviarán al Ministerio de
Administración Territorial, con la periodicidad que reglamentariamente se establezca, un estado comprensivo
del desarrollo económico de los créditos destinados a cooperación, así como una Memoria detallada de las
realizaciones conseguidas en el año anterior.

TITULO IV OTRAS ENTIDADES LOCALES

Artículo 35.
1. Para que los Municipios se mancomunen no será indispensable que pertenezcan a la misma provincia ni
que exista entre ellos continuidad territorial, si ésta no es requerida por la naturaleza de los fines de la
Mancomunidad.

2. Las Mancomunidades no podrán asumir la totalidad de las competencias asignadas a los respectivos
Municipios.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47.3 b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, los acuerdos aprobatorios
de la constitución y Estatutos de la Mancomunidad deberán adoptarse por cada Ayuntamiento con el voto
favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación, previa información
pública por plazo de un mes. Cuando se trate de Municipios que sean de distintas Provincias habrá de darse
audiencia a las Diputaciones Provinciales respectivas.

4. El órgano de gobierno de la mancomunidad estará integrado por representantes de los Municipios
mancomunados en la forma que determinen los correspondientes Estatutos.

Artículo 36.
Los Estatutos de las Mancomunidades municipales habrán de expresar al menos:

1.º Los Municipios que comprenden. 2.° El lugar en que radiquen sus órganos de gobierno y administración. 3.
° El número y forma de designación de los representantes de los Ayuntamientos que han de integrar los
órganos de gobierno de la Mancomunidad. 4.° Los fines de ésta. 5.° Los recursos económicos. 6.° El plazo de
vigencia. 7.º El procedimiento para modificar los Estatutos, y 8.º Las causas de disolución.

Artículo 37.
Las Entidades conocidas con las denominaciones de Mancomunidades o Comunidades de Tierra o de Villa y
Tierra, o de Ciudad y Tierra, Asocios, Reales Señoríos, Universidades, Comunidades de Pastos, Leñas, Aguas, y
otras análogas, continuarán rigiéndose por sus normas consuetudinarias o tradicionales y, sin perjuicio de la
autonomía de que disfrutan, deberán ajustar su régimen económico a lo prescrito en la legislación de régimen
local sobre formación de presupuestos y rendición de cuentas, liquidaciones, inventarios y balances.

Artículo 38.
Las Entidades locales de ámbito territorial inferior al municipal tendrán las siguientes competencias:

a) La construcción, conservación y reparación de fuentes, lavaderos y abrevaderos.

b) La policía de caminos rurales, montes, fuentes y ríos.
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c) La limpieza de calles.

d) La mera administración y conservación de su patrimonio, incluido el forestal, y la regulación del
aprovechamiento de sus bienes comunales.

e) La ejecución de obras y la prestación de servicios comprendidos en la competencia municipal y de
exclusivo interés de la Entidad, cuando no esté a cargo del respectivo Municipio.

Artículo 39.
El Alcalde pedáneo, órgano unipersonal ejecutivo de la Entidad local, preside la Junta Vecinal y es elegido
conforme a la Ley Electoral.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 40.
El Alcalde pedáneo tendrá las atribuciones que la Ley señale al Alcalde, circunscritas a la administración de su
Entidad, y en particular las siguientes:

a) Convocar y presidir las sesiones de la Junta o Asamblea vecinal, dirigir sus deliberaciones y decidir los
empates con voto de calidad.

b) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de la Junta o Asamblea vecinal.

c) Aplicar el Presupuesto de la Entidad, ordenando pagos con cargo al mismo, y rendir cuentas de su gestión.

d) Vigilar la conservación de caminos rurales, fuentes públicas y montes, así como los servicios de policía
urbana y de subsistencias.

e) Todas las demás facultades de administración de la Entidad no reservadas expresamente a la Junta o
Asamblea vecinal.

Artículo 41.
1. La Junta o Asamblea vecinal tendrá las siguientes atribuciones:

a) La aprobación de Presupuestos y Ordenanzas de exacciones, la censura de cuentas y el reconocimiento
de créditos, siempre que no exista dotación presupuestaria.

b) La administración y conservación de bienes y derechos propios de la Entidad y la regulación del
aprovechamiento de bienes comunales.

c) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas.

d) En general, cuantas atribuciones se asignan por la Ley al Ayuntamiento Pleno con respecto a la
administración del Municipio, en el ámbito de la Entidad.

2. Los acuerdos de la Junta o Asamblea vecinal sobre disposiciones de bienes y operaciones de crédito y
expropiación forzosa deberán ser ratificados por el Ayuntamiento respectivo.

Artículo 42.
1. La constitución de nuevas Entidades locales de ámbito territorial inferior al municipal estará sujeta al
cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Petición escrita de la mayoría de los vecinos residentes en el territorio que haya de ser base de la
Entidad, o alternativamente acuerdo del Ayuntamiento.

b) Información pública vecinal.

c) Informe del Ayuntamiento, y d) Resolución definitiva por el Consejo de Gobierno de la Comunidad
Autónoma.

2. No podrá constituirse en Entidad local de ámbito territorial inferior al Municipio el núcleo territorial en que
resida el Ayuntamiento.
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Artículo 43.
1. Una vez constituida la Entidad se establecerán sus límites territoriales y se hará la separación patrimonial.

2. Los acuerdos municipales en esta materia requerirán la aprobación del órgano competente de la
Comunidad Autónoma, que se entenderá otorgada si no resolviere en el término de tres meses.

Artículo 44.
La modificación y supresión de Entidades locales de ámbito territorial inferior al municipal podrá llevarse a
efecto:

a) A petición de la propia Entidad cumpliendo los requisitos consignados en el artículo 42.

b) Por acuerdo del Consejo de Gobierno de la respectiva Comunidad Autónoma adoptado previa audiencia de
las Entidades y Ayuntamientos interesados, con informe del órgano consultivo superior de aquél, donde
existiere o, en su defecto, del Consejo de Estado y conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 45.
Para que el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma acuerde la supresión de Entidades Locales de
ámbito territorial inferior al municipal, será necesario instruir el oportuno expediente en el que se demuestre
la insuficiencia de recursos para sostener los servicios mínimos que le estén atribuidos, o se aprecien notorios
motivos de necesidad económica o administrativa.

RPDT
Reglamento de Poblacion y Demarcacion Territorial de las Entidades Locales
En este tema: arts. 1 a 52 · 52 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-A-1986-21944

TÍTULO I DEL TERRITORIO

Artículo 1.
1. El término municipal es el territorio en que el Ayuntamiento ejerce sus competencias.

2. Todo municipio pertenecerá a una sola provincia.

3. El término municipal está formado por territorios continuos, pero podrán mantenerse las situaciones de
discontinuidad que estén reconocidas actualmente.

4. Es competencia del Ayuntamiento la división del término municipal en distritos y en barrios y las
variaciones de los mismos.

CAPÍTULO I ALTERACIONES DE LOS TÉRMINOS MUNICIPALES

Artículo 2.
Los términos municipales podrán ser alterados: Primero.–Por incorporación de uno o más municipios a otro u
otros limítrofes. Segundo.–Por fusión de dos o más municipios limítrofes. Tercero.–Por segregación de parte
del territorio de uno o varios municipios para constituir otro independiente. Cuarto.–Por segregación de parte
del territorio de un municipio para agregarla a otro limítrofe.

Artículo 3.
La creación de nuevos municipios sólo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población territorialmente
diferenciados y siempre que los municipios resultantes cuenten con recursos suficientes para el
cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que
venían siendo prestados.

TRRL · arts. 43-45  ·  RPDT · arts. 1-3Tema 3 · El municipio: concepto y elementos. Territorio y población. Alteración de términos municipales…

3

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Trasmiras · oposicionesexpress.com pág. 54



Artículo 4.
1. La incorporación de uno o más municipios a otro u otros limítrofes podrá acordarse cuando existan
necesidades o conveniencia económica o administrativa, o lo imponga la mejora de la capacidad de gestión de
los asuntos públicos locales.

2. La incorporación implicará la anexión del término o términos municipales a otro municipio, en el cual
quedará integrada a todos los efectos la personalidad de los municipios incorporados.

3. Los motivos a que obedezca el acuerdo de incorporación deberán constar en el expediente que al efecto se
instruya.

Artículo 5.
1. La fusión de municipios limítrofes a fin de constituir uno nuevo podrá realizarse:

a) Cuando separadamente carezcan de recursos suficientes para atender los servicios mínimos exigidos
por la Ley.

b) Cuando como consecuencia del desarrollo urbanístico se confundan sus núcleos urbanos, sin que
constituyan solución de continuidad a este efecto los parques, jardines, paseos, avenidas, campos de
deportes y zonas residenciales que pudieran existir entre aquéllos.

c) Cuando existan notorios motivos de necesidad o conveniencia económica o administrativa.

2. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios
geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de
municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.

Artículo 6.
1. Podrán ser constituidos nuevos municipios mediante la segregación de parte del territorio de otro u otros,
cuando existan motivos permanentes de interés público, relacionados con la colonización interior,
explotación de minas, instalación de nuevas industrias, creación de regadíos, obras públicas y otros análogos.

2. Será necesario que los nuevos municipios reúnan las condiciones previstas en el artículo 3.º y que los
municipios de los que se segreguen las partes correspondientes no queden privados de dichas condiciones.

Artículo 7.
La segregación de parte del territorio de un municipio para agregarlo a otro limítrofe podrá realizarse por las
causas señaladas en los apartados b) y c) del artículo 5.º

Artículo 8.
1. La segregación parcial llevará consigo, además de la división del territorio, la de los bienes, derechos y
acciones, deudas y cargas, en función del número de habitantes y de la riqueza imponible correspondientes al
núcleo que se trate de segregar, que se practicarán conjuntamente.

2. No podrá efectuarse la segregación de parte de un municipio:

a) Cuando con ella hubiera de resultar privado de las condiciones exigidas por el artículo 3.º para la
creación de municipios.

b) Cuando el núcleo o poblado de que se trate estuviere unido por calle o zona urbana a otro municipio
originario.

Artículo 9.
1. La iniciación de los expedientes de alteración de términos municipales se podrá decretar por el órgano
competente de la Comunidad Autónoma en esta materia, de oficio o a instancia de:

a) Cualesquiera de los Ayuntamientos interesados.
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b) Las Diputaciones Provinciales respectivas.

c) La Administración del Estado, a través del Delegado del Gobierno.

d) Otros órganos de la Comunidad Autónoma que, en razón de sus respectivas competencias, consideren
procedente la alteración.

2. Instruido el expediente, se dará audiencia durante el plazo de un mes a los municipios y demás Entidades
Locales interesadas y, a continuación, se remitirá para su dictamen al Consejo de Estado o al órgano
consultivo superior del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, si existiese.

Artículo 10.
1. Las alteraciones de términos municipales podrán, asimismo, ser tramitadas, con carácter voluntario, por
los Ayuntamientos interesados.

2. En tal caso, el expediente se iniciará por acuerdos de los respectivos Ayuntamientos, adoptados con el voto
favorable de las dos terceras partes del número de hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número
legal de miembros de la Corporación.

3. Una vez completado el expediente, tales acuerdos se someterán a información pública por plazo no inferior
a treinta días.

4. Finalizado el período de información pública, los Ayuntamientos adoptarán nuevo acuerdo, con la misma
mayoría que en el acuerdo de iniciación, en el que se resolverá sobre la procedencia de la alteración y, en su
caso, sobre las reclamaciones presentadas.

5. Si los acuerdos fueran favorables a la alteración, se elevará el expediente al órgano competente de la
Comunidad Autónoma que, con su informe, lo remitirá para dictamen al Consejo de Estado o al órgano
consultivo superior del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, si existiese.

Artículo 11.
1. Las alteraciones de términos municipales consistentes en segregación parcial de los mismos, a que se
refieren los artículos 6.º y 7.º podrán, asimismo, ser promovidas por la mayoría de los vecinos residentes en la
parte o partes que hayan de segregarse.

2. En este caso, se constituirá por los vecinos una Comisión promotora que deberá incorporar al expediente
toda la documentación prevista en el artículo 14.

3. Una vez completada la documentación por la Comisión, se elevará a los Ayuntamientos correspodientes,
que, tras someterla a información pública por plazo no inferior a treinta días, adoptarán acuerdo sobre la
misma, en el plazo de dos meses, en los términos del número 4 del artículo anterior.

4. Adoptados los acuerdos municipales e incorporada al expediente certificación de los mismos, el
Ayuntamiento elevará el expediente al órgano competente de la Comunidad Autónoma, a los efectos previstos
en el número 5 del artículo anterior, aun cuando los acuerdos municipales no hubiesen sido favorables. Si
transcurrido el plazo de dos meses, a que se refiere el número anterior, no se ha adoptado acuerdo municipal
expreso, la Comisión promotora elevará el expediente al órgano competente de la Comunidad Autónoma, a
los efectos citados.

Artículo 12.
Simultáneamente a la petición del dictamen al Consejo de Estado o al órgano consultivo superior del Consejo
de Gobierno de la Comunidad Autónoma, si existiese, se dará conocimiento a la Administración del Estado de
las características y datos principales del expediente sometido a dicho dictamen.
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Artículo 13.
1. En todos los expedientes sobre alteración de términos municipales la resolución definitiva se hará mediante
Decreto aprobado por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma correspondiente. En ningún caso
podrá suponer la alteración de los límites provinciales.

2. Las resoluciones definitivas se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado» y en los «Boletines Oficiales» de
la Comunidad Autónoma y de la provincia respectiva.

3. Una vez ejecutada la resolución, deberá darse traslado a la Administración del Estado, a los efectos del
Registro Estatal de Entidades Locales, mediante el procedimiento establecido en el Real Decreto 382/1986, de
10 de febrero.

4. La Dirección General de Administración Local dará conocimiento al Registro Central de Cartografía de las
inscripciones de nuevas Entidades Locales, de la cancelación de inscripción por supresión de Entidades
locales, así como de las modificaciones registrales que sean consecuencia de la alteración de términos
municipales, una vez practicadas en el Registro de Entidades Locales.

Artículo 14.
1. A los expedientes deberán incorporarse los siguientes documentos, sin perjuicio de cuantos otros se
estimen oportunos:

a) Plano del término o términos municipales que hayan de ser objeto de la alteración, con señalamiento,
en su caso, de los nuevos límites o línea divisoria de los municipios.

b) Informe en el que se justifique que concurren las motivaciones necesarias para llevar a cabo la
alteración que se propone.

c) Memoria justificativa de que las alteraciones no merman la solvencia de los Ayuntamientos a que
afecten, en perjuicio de los acreedores, o, en su caso, acta notarial en la que se acredite, por
comparecencia de la mayoría de los vecinos de las porciones segregadas, que se comprometen ante el
nuevo municipio a responder subsidiariamente, en su día, respecto a la parte correspondiente de los
créditos que existan, salvo las obligaciones personales de cada uno de aquéllos.

2. Asimismo, se aportarán las estipulaciones jurídicas y económicas que se proponen, entre las que deberán
figurar, cuando procedan:

a) La forma de liquidar las deudas o créditos contraídos por cada municipio.

b) Las fórmulas de administración de sus bienes.

c) Cualesquiera otras que convengan a los municipios afectados respecto a obligaciones, derechos e
intereses de cada uno.

3. Además, en los supuestos de segregación parcial para constituir un municipio independiente, se
incorporarán al expediente los siguientes documentos:

a) Informe demostrativo de que ni el nuevo municipio ni el antiguo o antiguos carecerán de los medios
necesarios para el cumplimiento de sus fines.

b) Proyecto de división de bienes, aprovechamientos, usos públicos, créditos y cualesquiera otros derechos
y obligaciones entre el Ayuntamiento o Ayuntamientos originarios y el nuevo, y bases que se establezcan
para resolver, posteriormente, cualesquiera cuestiones que no hubieren sido posible dilucidar.

c) Certificación, expedida por el Secretario, de los bienes, derechos y aprovechamientos comunales del
municipio o municipios objeto de la segregación, así como de los que correspondan exclusivamente al
vecindario de la parte o partes que se hubieran de segregar.

d) Certificación del Secretario relativa al número de electores, habitantes y vecinos de los términos
municipales y de la porción que se pretenda segregar.
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4. En los casos de segregaciones parciales de términos municipales, iniciadas a petición de la meyoría de los
vecinos, se acreditará, mediante certificación del Secretario del Ayuntamiento respectivo, extendida al final de
las firmas que suscriban la solicitud, que los firmantes figuran como residentes vecinos en el Padrón
Municipal.

Artículo 15.
En las resoluciones definitivas de estos expedientes deberán constar, en su caso:

a) Nombre del nuevo Municipio.

b) Núcleo urbano en que haya de fijarse la capitalidad.

c) Nuevos límites de los términos municipales afectados.

d) Aprobación de las estipulaciones jurídicas y económicas, acordadas para llevar a cabo la alteración a que se
hace referencia en el número 2 del artículo anterior.

Artículo 16.
En los casos de creación o alteración de términos municipales, durante el período que medie hasta las
próximas elecciones municipales se observarán las siguientes normas: Primera.–Cuando se trate de la
creación de un nuevo municipio por la segregación de parte de uno o varios municipios o de la segregación de
parte de un municipio para agregarlo a otro, aquel del que se segregue la porción permanecerá con el mismo
número de Concejales que tenía. El nuevo municipio, procedente de la segregación, se regirá y administrará
por una Comisión Gestora designada por la Diputación Provincial o, en su caso, por el órgano competente de
la Comunidad Autónoma, con arreglo a los resultados de las elecciones municipales, en la Mesa o Mesas
correspondientes al territorio segregado. Si como consecuencia de la agregación correspondiese al municipio
que ha recibido la porción segregada un mayor número de Concejales, la diferencia se cubrirá por Vocales
Gestores designados por la Diputación Provincial o, en su caso, por el órgano competente de la Comunidad
Autónoma, con arreglo a los resultados de las elecciones municipales, en la Mesa o Mesas correspondientes al
territorio segregado. Segunda.–En los supuestos de incorporación de uno o más municipios a otro limítrofe,
cesarán los Alcaldes y Concejales de los Ayuntamientos de los municipios incorporados. Si como
consecuencia de la incorporación correspondiese al municipio resultase un mayor número legal de
Concejales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 179 de la Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio, del
Régimen Electoral General, la diferencia se cubrirá por Vocales Gestores designados por la Diputación
Provincial o, en su caso, por el órgano competente de la Comunidad Autónoma, entre los Concejales cesados.
La designación se hará en favor de los que obtuvieron mayores cocientes en las elecciones municipales, según
el artículo 180 de la Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. Tercera.–En el caso de
fusión de dos o más municipios limítrofes cesarán todos los Alcaldes y Concejales y se designará una
Comisión Gestora por la Diputación Provincial o, en su caso, por el órgano competente de la Comunidad
Autónoma, integrada por un número de Vocales Gestores igual al que correspondiese de Concejales según la
población total resultante del nuevo municipio. Las designaciones se efectuarán entre los Concejales cesados
y en la forma determinada en el párrafo anterior.

CAPÍTULO II DESLINDE DE LOS TÉRMINOS MUNICIPALES

Artículo 17.
1. Para la demarcación, deslinde y amojonamiento de los términos municipales, cada uno de los
Ayuntamientos, a quienes afecte la línea divisoria, nombrará una Comisión compuesta por el Alcalde y tres
Concejales, los cuales, con el Secretario de la Corporación y el Perito que designe el Ayuntamiento, verificarán
la operación de que se trate.

2. Al acto asistirán únicamente, por cada municipio, dos personas que por su avanzada edad y acreditado
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juicio puedan justificar el sitio en que estuvieron los mojones o señales divisorias, los propietarios de los
terrenos que haya de atravesar el deslinde y las fuerzas de seguridad encargadas de mantener el orden.

Artículo 18.
1. Cuando existan divergencias entre los Ayuntamientos respectivos en cuanto a la manera de apreciar el sitio
por donde debe pasar la línea divisoria o en el que hayan de colocarse los hitos o mojones, cada Comisión
levantará acta por separado, en la que hará constar todos los datos, entecedentes y detalles que estime
necesarios para justificar su apreciación y, con esto, se dará por terminado el acto.

2. Las Alcaldías respectivas remitirán las actas, con los demás antecedentes, a la Comunidad Autónoma
correspondiente, quien enviará el expediente al Instituto Geográfico Nacional para que designe el Ingeniero o
Ingenieros que deban personarse sobre el terreno en unión de las antedichas Comisiones, a fin de llevar a
cabo, en vista y de conformidad con los documentos indicados, el deslinde de los términos municipales
correspondientes.

Artículo 19.
Cuando los Ayuntamientos interesados estén conformes con los límites existentes en la actualidad, cualquiera
que sea la fecha de las actas en que hubieran quedado establecidos, no procederá nueva fijación, salvo casos
excepcionales, en que documentalmente se justifiquen errores materiales o vicios de procedimiento en la
delimitación anterior.

Artículo 20.
En los expedientes de señalamiento de línea límite la incomparecencia de la representación de los
Ayuntamientos convocados en forma fehaciente para las operaciones de campo que haya de realizar el
Instituto Geográfico Nacional llevará implícito el decaimiento del derecho para impugnar la línea que se fije.

Artículo 21.
Si hubiera conformidad en la fijación de línea límite, las Comisiones designadas por los Ayuntamientos
interesados levantarán acta conjunta que lo acredite, procederán de común acuerdo a la colocación de los
hitos o mojones que señalen los límites y remitirán copias de dicha acta a la Comunidad Autónoma
correspondiente y al Instituto Geográfico Nacional.

Artículo 22.
De la fijación de la línea límite se dará conocimiento a la Administración del Estado, a los efectos de su
inscripción en el Registro de Entidades Locales.

Artículo 23.
Cuando los deslindes afecten a los límites de las provincias, cada una de las Diputaciones interesadas tendrá
derecho a incorporar a las Comisiones previstas en el artículo 17 una representación igual a la de cada
Ayuntamiento.

Artículo 24.
Las cuestiones que se susciten entre municipios sobre el deslinde de sus términos municipales serán resueltas
por la correspondiente Comunidad Autónoma, previo informe del Instituto Geográfico Nacional y dictamen
del Consejo de Estado o del órgano consultivo superior del Consejo de Gobierno de aquélla, si existiera.

Artículo 25.
La determinación de los límites de los municipios o entidades locales de ámbito territorial inferior al
municipio, creados al amparo de lo dispuesto en los artículos 3.º y 6.º de este Reglamento, corresponderá a la
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Comunidad Autónoma respectiva.

CAPÍTULO III DEL NOMBRE Y DE LA CAPITALIDAD DE LOS MUNICIPIOS

Artículo 26.
1. El nombre y la capitalidad de los municipios podrán ser alterados, previo acuerdo del Ayuntamiento e
informe de la Diputación Provincial respectiva, con la aprobación de la Comunidad Autónoma.

2. El acuerdo corporativo deberá ser adoptado con el voto favorable de las dos terceras partes del número de
hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de miembros de las Corporaciones.

3. Una vez adoptado por el Ayuntamiento el correspondiente acuerdo conforme con la resolución del Consejo
de Gobierno de la Comunidad Autónoma, se comunicará al Registro de Entidades Locales, en el plazo de un
mes, para la modificación de la inscripción registral, conforme a lo previsto en el artículo 9.º del Real Decreto
382/1986, de 10 de febrero. La Dirección General de Administración Local comunicará esta modificación al
Registro Central de Cartografía.

Artículo 27.
1. El cambio de capitalidad habrá de fundarse en alguno de los siguientes motivos:

a) Desaparición del núcleo urbano donde estuviere establecida.

b) Mayor facilidad de comunicaciones.

c) Carácter histórico de la población elegida.

d) Mayor número de habitantes, y e) Importancia económica o beneficios notorios que a los residentes en
el término reporte dicho cambio.

2. El acuerdo de cambio de capitalidad, adoptado según determina el artículo anterior, requerirá los siguientes
trámites:

a) Exposición al público, por plazo no inferior a treinta días, para que los particulares o entidades que se
creyeren perjudicados puedan presentar reclamación.

b) Resolución de tales reclamaciones.

Artículo 28.
La aprobación por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de los expedientes de cambio de
capitalidad habrá de recaer, previo informe de la Real Sociedad Geográfica o de la Real Academia de la
Historia, según proceda, o de las instituciones especializadas de la Comunidad Autónoma, si existieren, y de
aquellos otros Organismos que se consideren oportunos.

Artículo 29.
En los expedientes de cambio de nombre de los municipios se cumplirán los trámites establecidos en los
artículos precedentes respecto de los expedientes de cambio de capitalidad.

Artículo 30.
1. El nombre de los municipios de nueva creación y los cambios de denominación de los ya existentes sólo
tendrán carácter oficial cuando, tras haber sido inscritos o anotados en el Registro de Entidades Locales de la
Administración del Estado, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado».

2. La denominación de los municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier otra lengua
española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma o en ambas.

3. Los municipios no podrán usar nombres que no hayan sido autorizados con arreglo a los trámites
reglamentarios.

4. No se autorizará cambio de nombre cuando el propuesto sea idéntico a otro existente o pueda producir
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confusiones en la organización de los servicios públicos.

CAPÍTULO IV MANCOMUNIDADES Y OTRAS ORGANIZACIONES INTERMUNICIPALES

Artículo 31.
1. Se reconoce a los municipios el derecho a asociarse con otros en Mancomunidades para la ejecución en
común de obras y servicios determinados de su competencia.

2. Para que los municipios se mancomunen no será indispensable que pertenezcan a la misma provincia ni
que exista entre ellos continuidad territorial si ésta no es requerida para la naturaleza de los fines de la
Mancomunidad.

Artículo 32.
1. Las Mancomunidades tienen personalidad y capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines
específicos y se regirán por sus Estatutos propios.

2. Las Mancomunidades no podrán asumir la totalidad de las competencias asignadas a los respectivos
municipios.

Artículo 33.
1. Los municipios que pretendan mancomunarse redactarán un proyecto de Estatutos de la Mancomunidad,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 44 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

2. Los acuerdos de las Corporaciones Locales relativos a la creación, modificación o disolución de
Mancomunidades, así como a la aprobación y modificación de sus Estatutos, requieren el voto favorable de la
mayoría absoluta del número legal de sus miembros.

3. En todo caso, los órganos de gobierno serán representativos de los Ayuntamientos mancomunados, en la
forma que determinen los correspondientes Estatutos.

Artículo 34.
Los Estatutos de las Mancomunidades municipales habrán de expresar, al menos, los siguientes extremos:

a) Los municipios que comprende la Mancomunidad.

b) El lugar en que radiquen sus órganos de gobierno y administración.

c) El número y forma de designación de los representantes de los Ayuntamientos que han de integrar los
órganos de gobierno de la Mancomunidad.

d) Los fines de la Mancomunidad y sus competencias.

e) Sus recursos económicos.

f) El plazo de duración.

g) El procedimiento para modificar los Estatutos.

h) Las causas de disolución.

Artículo 35.
1. El procedimiento de aprobación de los Estatutos de las Mancomunidades se determinará por la legislación
de las Comunidades Autónomas y se ajustará, en todo caso, a las siguientes reglas:

a) La elaboración corresponderá a los Concejales de la totalidad de los municipios promotores de la
Mancomunidad constituidos en Asamblea.

b) La Diputación o Diputaciones Provinciales interesadas emitirán un informe sobre el proyecto de
Estatutos.

c) Los Plenos de todos los Ayuntamientos aprobarán los Estatutos con el voto favorable de la mayoría del
número legal de sus miembros.
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2. Se seguirá un procedimiento similar para la modificación o supresión de Mancomunidades.

Artículo 36.
1. Constituida una Mancomunidad podrán adherirse a la misma, por procedimiento similar al de su
constitución, los Ayuntamientos a quienes interese y se encuentren comprendidos en las condiciones
previstas en los Estatutos de aquélla, asumiendo las obligaciones que en ellos se determinen.

2. La adhesión podrá realizarse para una, varias o todas las finalidades de la Mancomunidad, siempre que las
obras o servicios sean independientes entre sí, atendiendo a sus aspectos técnicos o financieros.

3. Las adhesiones habrán de ser informadas favorablemente por el órgano de gobierno de la Mancomunidad.

4. Por trámites análogos y con sujeción a las previsiones estatutarias podrá separarse de la Mancomunidad
cualquiera de los Ayuntamientos que la integren. En ningún caso podrá tener carácter vinculante el informe
del órgano de gobierno de la Mancomunidad.

Artículo 37.
1. Los órganos de gobierno o Juntas de Mancomunidad estarán integrados por un Presidente, un
Vicepresidente que lo sustituya en sus ausencias, el número de Vocales que señalen los Estatutos y un
Secretario.

2. Cuando no se hallare previsto estatutariamente otro sistema de designación, el Presidente y el
Vicepresidente serán elegidos del seno de la Junta, en sesión extraordinaria y por mayoría absoluta de votos.

3. El cargo de Secretario o Secretario-Contador, así como los de Interventor-Tesorero, si existieren, habrán de
ser ejercidos por funcionarios con habilitación de carácter nacional.

4. El funcionamiento de las Mancomunidades se ajustará a lo dispuesto en sus Estatutos y, en su defecto, a las
normas que se dicten reglamentariamente.

Artículo 38.
El Presidente del órgano de gobierno de la Mancomunidad de Municipios, en el plazo de un mes, solicitará del
Registro de Entidades Locales la inscripción de la Mancomunidad, así como de las modificaciones que se
produzcan en los datos inscritos, y la cancelación registral cuando la Mancomunidad se extinga, conforme al
Real Decreto 382/1986, de 10 de febrero.

Artículo 39.
1. Las Entidades conocidas con las denominaciones de Mancomunidades o Comunidades de Tierra o de Villa y
Tierra, o de Ciudad y Tierra, Asocios, Reales Señoríos, Universidades, Comunidades de pastos, leñas, aguas y
otras análogas, continuarán rigiéndose por sus normas consuetudinarias o tradicionales, y sin perjuicio de la
autonomía de que disfrutan deberán ajustar su régimen económico en cuanto a formación de presupuestos y
rendición de cuentas, liquidaciones, inventarios y balances a lo prescrito en la Ley.

2. Las entidades enviarán al órgano competente de la Comunidad Autónoma copia de sus Estatutos en vigor,
informe sobre sus normas de funcionamiento y copia de las modificaciones que se introduzcan en aquéllas o
en éstas.

3. El cargo de Secretario o de Interventor-Tesorero, si los hubiere, serán provistos por las propias Entidades
con funcionarios con habilitación de carácter nacional, bien mediante concursos convocados en la forma
prevista en el artículo 99 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, bien a través de cualquier otra fórmula que determine
la legislación del Estado en la materia.
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CAPÍTULO V DE LAS ENTIDADES DE ÁMBITO TERRITORIAL INFERIOR AL MUNICIPIO

Artículo 40.
Podrán constituirse Entidades de ámbito territorial inferior al Municipio para la administración
descentralizada de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de caseríos, parroquias,
aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o aquellas que establezcan
las leyes.

Artículo 41.
Los núcleos de población separados, mencionados en el artículo anterior, con características peculiares
dentro de un municipio, podrán constituir Entidades de ámbito territorial inferior al municipio:

a) Cuando se suprima el municipio a que pertenezcan.

b) Cuando por tratarse de núcleos urbanos de nueva creación se considere necesario dotarlos de
administración propia.

c) Cuando por alteración de los términos municipales pasen dichos núcleos a formar parte de otros
municipios.

d) Cuando las fincas adquiridas para colonización interior no reúnan los requisitos exigidos para constituir
municipio, pero sean asiento permanente de un núcleo de población.

e) Siempre que se solicite con arreglo a lo que se establece en el artículo siguiente.

Artículo 42.
La constitución de nuevas Entidades locales de ámbito territorial inferior al municipal estará sujeta al
cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Petición escrita de la mayoría de los vecinos residentes en el territorio que haya de ser base de la Entidad o
por acuerdo del Ayuntamiento.

b) Información pública vecinal durante el plazo de treinta días.

c) Informe del Ayuntamiento sobre la petición y reclamaciones habidas, que deberá emitirse dentro de los
treinta días siguientes.

d) Resolución definitiva por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma.

Artículo 43.
1. En la petición escrita que formulen los vecinos podrán firmar, por los que no sepan hacerlo, otros a su
ruego, y si la Alcaldía tuviese duda acerca de la autenticidad de una o varias firmas podrá exigir la
comparecencia y ratificación de los interesados, salvo que el escrito de petición esté autorizado por Notario o
por el Secretario del Ayuntamiento.

2. Dicha petición deberá especificar los derechos e intereses que caractericen al núcleo de que se trata.

3. La información pública se practicará fijando copias del escrito de petición en las puertas de la Casa
Consistorial del Juzgado correspondiente y de las iglesias parroquiales o anejas comprendidas dentro del
núcleo.

4. En el informe que emita el Ayuntamiento se tendrá en cuenta si se dan algunas de las siguientes
circunstancias:

a) Que el núcleo que trate de constituirse en entidad territorial de ámbito inferior al municipio sea uno de
los mencionados en el artículo 30.

b) Que hubiere funcionado en régimen de concejo abierto de carácter tradicional, o c) Que la petición la
formulen los vecinos de un antiguo municipio que hubiese sido anexionado a otro.
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Artículo 44.
1. Las resoluciones definitivas de los expedientes de constitución de nuevas Entidades de ámbito territorial
inferior al municipio se publicarán en el «Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma» y «Boletín Oficial» de la
provincia respectivas.

2. Una vez ejecutada la resolución, por el Presidente de la Entidad se solicitará su inscripción en el registro de
Entidades Locales, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 382/1986, de 10 de febrero, y normas de
desarrollo. El Registro de Entidades Locales dará traslado de la inscripción al Registro Central de Cartografía.

3. Para la designación de los miembros de los órganos de estas entidades se estará a lo establecido en el
artículo 45 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local y en el artículo 199 de la
Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

Artículo 45.
1. Una vez constituida la entidad, sus límites territoriales y la separación patrimonial correspondiente se
determinarán, a propuesta de la Junta Vecinal u órgano colegiado de control, por acuerdo del Ayuntamiento,
que habrá de adoptarlo en el plazo de treinta días.

2. Si el Ayuntamiento no adoptase acuerdo en el plazo señalado en el párrafo anterior la Comunidad
Autónoma fijará el ámbito territorial de la nueva Entidad.

Artículo 46.
La Junta Vecinal u órgano colegiado de control de las Entidades locales de ámbito inferior al municipio
ejercerá sus competencias sobre la parte del territorio municipal que le haya sido asignada y sin perjuicio de
la general del municipio a que pertenezca.

Artículo 47.
Para determinar el territorio de las entidades de ámbito territorial inferior al municipio que no lo tuvieren
delimitado con anterioridad se tendrán en cuenta, dentro de lo posible, las siguientes normas: Primera.–
Cuando se trate de una parroquia rural constituida en Entidad de ámbito territorial inferior al municipio, los
límites serán los mismos que tenga la parroquia que haya servido de base a su reconocimiento legal, según la
demarcación eclesiástica vigente. Segunda.–Cuando se trate de un Concejo abierto de carácter tradicional o de
un antiguo municipio anexionado a otro, el territorio propio de la Entidad de ámbito territorial inferior al
municipio será, respectivamente, el que correspondiere al ámbito territorial del Concejo abierto o al primitivo
término municipal anexionado. Tercera.–Cuando se trate de núcleos urbanos o rurales que no tengan las
características de los anteriores, el ámbito territorial de la nueva Entidad estará referido al casco de la
parroquia, lugar, aldea, anteiglesia, barrio, anejo, pago u otro grupo semejante, y, además, a los terrenos
circundantes que posean o cultiven los vecinos de la Entidad o constituyan el patrimonio de ésta, siempre que
pueda establecerse fácilmente la línea divisoria entre esos terrenos y los que pertenezcan a los núcleos
inmediatos. Cuarta.–En los demás casos el Ayuntamiento deberá asignar a la nueva Entidad el ámbito
territorial que sea preciso para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 48.
1. La modificación y disolución de las Entidades locales de ámbito territorial inferior al municipal podrá
llevarse a efecto:

a) Por acuerdo del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, previa audiencia de las propias
entidades y de los Ayuntamientos interesados, e informes del Consejo de Estado o del órgano consultivo
superior de aquellas donde existiera, conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente.

b) A petición de la propia Entidad mediante la observancia de las condiciones que se consignan en el
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artículo 42.

2. Se comunicará al Registro de Entidades Locales, conforme se establece en el Real Decreto 382/1986, de 10
de febrero, las variaciones que se produzcan en los datos recogidos en la inscripción existente en el mismo,
así como la disolución de estas Entidades.

3. Por el Registro de Entidades Locales se comunicarán las modificaciones y disoluciones producidas al
Registro Central Cartográfico.

Artículo 49.
1. Para que el órgano competente de la Comunidad Autónoma acuerde la disolución de las Entidades Locales
de ámbito territorial inferior al municipal será necesario que, en el expediente que al efecto se instruya, se
compruebe la carencia de recursos suficientes para sostener los servicios mínimos que le estén atribuidos, o
se aprecien notorios motivos de necesidad económica o administrativa.

2. En los expedientes de disolución de las Entidades Locales de ámbito territorial inferior al municipio habrán
de informar las Corporaciones Provinciales respectivas, dentro del plazo de treinta días.

Artículo 50.
1. No podrá constituirse en Entidad local de ámbito territorial inferior al municipio, el núcleo territorial en
que radique el Ayuntamiento.

2. Ninguna Entidad local de ámbito territorial inferior al municipio podrá pertenecer a dos o más municipios.

CAPÍTULO VI DEL TERRITORIO PROVINCIAL

Artículo 51.
La provincia es una Entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios. El territorio de la Nación española se divide en 50 provincias, con los límites, denominación y
capitales que tienen actualmente.

Artículo 52.
Solamente por medio de una Ley de las Cortes Generales podrá modificarse la denominación o capitalidad de
una provincia. Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales
mediante Ley orgánica.

LAL-GAL
Ley 5/1997 de Administración Local de Galicia
En este tema: arts. 10 a 51, 101 a 122 y 135 a 170 · 100 artículos · texto consolidado a 10 de julio de 2026 · BOE-
A-1997-21040

TÍTULO I DEL MUNICIPIO

Artículo 10.
1. Los municipios son Entidades Locales básicas de la organización territorial de la Comunidad Autónoma de
Galicia y cauces de participación ciudadana en los asuntos públicos locales.

2. El municipio tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

3. Son elementos del municipio el territorio, la población y la organización.
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CAPÍTULO I TERRITORIO

Artículo 11.
1. El término municipal es el territorio en que el Ayuntamiento ejerce sus competencias. El ejercicio de
competencias fuera del término municipal conllevará la nulidad radical de la actuación por manifiesta
incompetencia, salvo en los supuestos en que las potestades municipales puedan, al amparo de una norma
específica, exceder el propio término.

2. Todo municipio pertenecerá a una sola provincia.

SECCIÓN 1.ª DE LAS ALTERACIONES DE LOS TÉRMINOS MUNICIPALES

Artículo 12.
1. La alteración de los términos municipales solo podrá producirse entre municipios limítrofes.

2. El término municipal podrá ser alterado:

a) Por fusión de dos o más municipios limítrofes para constituir un nuevo municipio.

b) Por incorporación de uno o más municipios a otro limítrofe.

c) Por segregación de parte del término de un municipio o de varios municipios para constituir un nuevo
municipio.

d) Por segregación de parte del término de un municipio o de varios municipios para agregarse a otro
limítrofe.

3. Ninguna alteración podrá dar lugar a un término municipal discontinuo.

4. Los límites territoriales de los términos municipales podrán modificarse con la finalidad de adecuarlos a las
iniciativas de corrección de disfuncionalidades territoriales elaboradas por la Comisión Gallega de
Delimitación Territorial. La modificación será acordada por el Consejo de la Junta de Galicia, a propuesta del
Consejero competente en materia de régimen local, previa audiencia, por plazo de un mes, de los municipios
afectados, informe de la respectiva Diputación Provincial y dictamen del Consejo Consultivo de Galicia.

5. Las alteraciones de los términos municipales se inscribirán en el Registro de Entidades Locales de Galicia y
en el estatal.

Artículo 13.
1. La Xunta de Galicia establecerá medidas de fomento para las fusiones de municipios o para la
incorporación voluntaria a otros.

a) En los presupuestos de la Comunidad Autónoma figurará anualmente una consignación destinada a la
creación de un fondo especial para el fomento de las fusiones, con cargo a la que se concederán ayudas a
las fusiones en la cuantía que se determine para cada ejercicio, y que será gestionado por la Dirección
General de Administración Local.

b) Se establecerán ayudas económicas y técnicas entre las que podrán incluirse las siguientes: La
colaboración en la nueva reestructuración orgánica y funcional de la entidad local resultante de la fusión,
que podrá elaborar la RPT, el inventario de bienes o el PXOM. La posibilidad de la dispensa da prestación
de alguno de los servicios mínimos establecidos como obligatorios en la presente ley. Se firmará el
correspondiente convenio con la diputación provincial para su financiación conjunta.

c) Se establecerán criterios prioritarios o especiales en la asignación de subvenciones finalistas.

d) Se establecerán criterios prioritarios o especiales en los planes de organización de los servicios
autonómicos.

e) La Comunidad Autónoma podrá condonar deudas existentes con los municipios fusionados, que
deberán concretarse en el decreto de fusión.
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f) Los municipios fusionados tendrán derecho a un incremento del porcentaje de participación que les
corresponde en el Fondo de Cooperación Local, que se concretará anualmente en la primera ley de
presupuestos siguiente a la adopción del acuerdo de fusión.

g) En el supuesto de fusiones municipales y en el caso de existir varios habilitados nacionales con puesto
en propiedad en el ámbito de los municipios fusionados, se aplicarán las siguientes reglas: Si el municipio
resultante tuviere menos de 5.000 habitantes y únicamente precisare de la asistencia de un habilitado
nacional, permanecerá en el puesto el que tenga la plaza en propiedad. El resto quedará en situación de
expectativa de nombramiento o deberá incorporarse al puesto en donde sea titular. En el supuesto de que
hubiese varios con la plaza en propiedad, permanecerá en el puesto el que tenga mayor puntuación en el
baremo de méritos estatales. El resto deberá ser transferido a la Comunidad Autónoma e integrado como
personal de esta en la categoría de técnico de administración general u optar por quedar en la situación de
expectativa de nombramiento. Si el municipio resultante tuviere más de 5.000 habitantes y precisare cubrir
varios puestos de habilitados nacionales, la Comunidad Autónoma procederá a clasificar los puestos y a
adjudicarlos a los habilitados existentes. Podrán optar estos a los diferentes puestos en función de la
categoría a la que pertenecen y de la puntuación del baremo de méritos estatales. En el supuesto de existir
más habilitados que puestos a distribuir, se aplicará el procedimiento anterior y deberán ser transferidos a
la Comunidad Autónoma.

2. Estas medidas de fomento de las fusiones podrán ser aplicadas también a los municipios fusionados en los
últimos cinco años.
Se modifica por el art. 59 de la Ley 13/2015, de 24 de diciembre. Ref. BOE-A-2016-2017

Artículo 14.
1. No procederá la segregación parcial cuando ello suponga:

a) Que el municipio segregado no cuente con recursos suficientes para prestar, en la parte no segregada de
su término municipal, los servicios mínimos exigidos por el artículo 81 de la presente Ley y por la
legislación básica en la materia.

b) Disminución en la calidad media de los servicios que venían siendo prestados por el municipio que se
pretende segregar. Por el contrario, deberá suponer una mejora en la calidad de los servicios que pasen a
ser gestionados por el municipio agregante.

c) Cuando la parte que se trate de segregar estuviese unida por calle o zona urbana a otro núcleo o poblado
del municipio originario.

d) Cuando existan datos y evidencias que permitan deducir que los supuestos beneficios de la segregación
no pueden alcanzarse con otros mecanismos.

2. La segregación parcial conllevará, además de la división del término, la de bienes, derechos y acciones,
deudas y cargas en función del número de habitantes y de la riqueza imponible correspondientes al territorio
que se trate de segregar, que se practicarán conjuntamente.

3. La aprobación del expediente de segregación se condicionará a la subrogación formal del nuevo municipio
o de aquel en que se integre el territorio segregado en las deudas pendientes y en las cargas financieras
derivadas de las inversiones y servicios que venían prestándose en el territorio a segregar, por parte del
municipio o municipios originarios.

Artículo 15.
1. Se crea la Comisión Gallega de Delimitación Territorial como órgano de estudio, consulta y propuesta en
relación con las materias que atañen a la determinación, revisión y modificación de los límites territoriales de
las Entidades Locales gallegas y de las demarcaciones en que se estructura la Administración de la Comunidad
Autónoma de Galicia.
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2. Serán funciones de la Comisión:

a) Emitir informe sobre todos los expedientes de alteración de límites municipales.

b) Emitir informe sobre todos los expedientes de cambio de capitalidad.

c) Elaborar, a petición del Consejo de la Junta de Galicia, los estudios y propuestas de revisión para
proceder a la aplicación de lo establecido en el artículo 13 de la presente Ley.

d) Estudiar y dictaminar las alegaciones presentadas y los distintos informes emitidos sobre el mapa
municipal de Galicia antes de su elevación al Consejo de la Junta de Galicia para su aprobación definitiva.

e) Ejercer las demás que le atribuyen las Leyes.

Artículo 16.
El mapa municipal de Galicia se elaborará bajo la responsabilidad de la Consejería competente en materia de
régimen local, ajustándose en su elaboración y aprobación a lo que resulte de los expedientes de delimitación
y deslinde y, en su caso, de las resoluciones definitivas en caso de conflicto, y se aprobará de acuerdo con el
siguiente procedimiento:

a) El mapa municipal de Galicia será aprobado inicialmente por la Consejería competente en materia de
régimen local.

b) Aprobado inicialmente el documento, se remitirá al Instituto Geográfico Nacional para su informe y se
someterá a información pública para alegaciones, por plazo de treinta días, mediante su publicación en el
«Diario Oficial de Galicia» y en los boletines oficiales de las cuatro provincias gallegas.

c) Simultáneamente se dará traslado del documento a las Diputaciones Provinciales, a los Ayuntamientos
interesados y a la Delegación del Gobierno para que, en el mismo plazo, puedan emitir informe, que se
entenderá favorable en caso de que, transcurrido dicho plazo, no lo hubiesen remitido.

d) Estudiadas y dictaminadas, por la Comisión Gallega de Delimitación Territorial, las distintas alegaciones e
informes y hechas las correcciones que procedan y previo dictamen del Consejo Consultivo de Galicia, será
elevado el expediente, por el Consejero competente en materia de régimen local, al Consejo de la Junta de
Galicia para su aprobación definitiva.

e) El Decreto por el que se apruebe definitivamente el mapa municipal se publicará en el «Diario Oficial de
Galicia» y en el «Boletín Oficial del Estado» y se comunicará a la Administración del Estado, a los efectos
previstos en la legislación básica de régimen local.

Artículo 17.
La composición, estructura orgánica y funcionamiento de la Comisión Gallega de Delimitación Territorial se
determinarán reglamentariamente y, en cualquier caso, deberán formar parte de la misma representantes de
la Junta de Galicia y de las Entidades Locales gallegas, designados por sus entidades asociativas más
representativas en la forma más adecuada para garantizar una presencia sensiblemente proporcional a los
resultados de las últimas elecciones municipales. Igualmente podrán formar parte de las instituciones
públicas y privadas que, en virtud de sus objetivos y finalidades, tengan una relación o incidencia especial
sobre la organización territorial de Galicia.

Artículo 18.
1. Se entiende por fusión de dos o más municipios el resultado de la unión de los mismos, de forma que se
produzca la desaparición de todos ellos, creándose uno nuevo cuyo ámbito territorial y población se
corresponda con la suma de los municipios fusionados.

2. Como consecuencia de la fusión, el nuevo ente creado podrá mantener la denominación de cualquiera de
los municipios originarios o establecer una nueva.
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3. El nuevo municipio podrá fijar su capitalidad en cualquier núcleo del término resultante.

4. Tanto la denominación como la capitalidad del municipio resultante de un proceso de fusión deberán ser
propuestas desde el comienzo del procedimiento por parte de los municipios originarios.

Artículo 19.
Podrá realizarse la fusión cuando se dé alguno de los siguientes requisitos:

a) Cuando se confundan núcleos de población que sean capitalidad de los respectivos municipios.

b) Cuando separadamente carezcan los municipios de recursos suficientes para atender los servicios mínimos
exigidos por los artículos 81 de la presente Ley y 26.1 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local o
los que en cada momento determine la normativa aplicable.

c) Cuando existan notorios motivos de necesidad o conveniencia económica o administrativa o
consideraciones de orden geográfico y demográfico.

d) Cuando del proceso de fusión se deriven importantes ventajas para los municipios afectados en lo que a
prestación de servicios se refiere y así sea estimado por los municipios fusionados.

Artículo 20.
En el supuesto de concurrir alguna de las circunstancias previstas en los apartados b) y d) del artículo
anterior, el expediente de fusión podrá iniciarse a instancia de los municipios interesados o de oficio por parte
de la Junta de Galicia. En el caso del apartado b), la Junta de Galicia garantizará la inversión para el primer
establecimiento de los servicios mínimos.

Artículo 21.
1. Se entiende por incorporación de uno o varios municipios a otro limítrofe la operación consistente en la
integración del incorporado o incorporados al incorporante, de forma que aquél o aquéllos desaparezcan
pasando a formar parte de éste.

2. El territorio y la población del municipio resultante quedarán constituidos por la suma de todos ellos,
manteniéndose la capitalidad y denominación del municipio incorporante, que integrará a todos los efectos la
personalidad jurídica de los municipios incorporados.

Artículo 22.
Podrá acordarse la incorporación de uno o varios municipios a otro limítrofe cuando se dé alguno de los
siguientes requisitos:

a) Cuando resulte imposible la prestación a los vecinos de los municipios a incorporar de los servicios
mínimos contemplados en los artículos 81 de la presente Ley y 26.1 de la Ley Reguladora de las Bases del
Régimen Local o los que en cada momento determine la normativa aplicable, y se opten por esta vía en lugar
de la fusión.

b) Cuando resulte gravemente disminuido alguno de los elementos básicos del municipio o municipios que se
incorporen.

c) Cuando del proceso de integración se deriven significativas ventajas para los municipios afectados en lo que
a prestación de servicios se refiere y así sea estimado por los municipios que se integran y por el receptor.

Artículo 23.
1. En el caso de concurrir alguna de las circunstancias previstas en los apartados a) y c) del artículo anterior,
el expediente de incorporación podrá iniciarse a instancia de los municipios interesados o de oficio por parte
de la Junta de Galicia. En el caso del apartado a), la Junta de Galicia garantizará la inversión para el primer
establecimiento de los servicios mínimos.
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2. En el caso de concurrir alguna de las circunstancias previstas en el apartado b) del artículo anterior, la
Comunidad Autónoma de Galicia deberá iniciar de oficio el expediente de incorporación.

Artículo 24.
Se entiende por segregación para la creación de nuevos municipios la operación consistente en separar parte
del término de uno o de varios municipios para constituir un nuevo e independiente municipio.

Artículo 25.
Para que pueda crearse un municipio nuevo e independiente, por segregación, es preciso que se den todos y
cada uno de los siguientes requisitos:

a) Que existan motivos permanentes de interés público.

b) Que se trate de uno o varios núcleos de población territorialmente diferenciados y separados de la
capitalidad del municipio o municipios originarios en más de 10 kilómetros, o que, sin mediar esta distancia,
las vías y medios de comunicación con aquélla resulten manifiestamente insuficientes, y siempre que exista
una franja de suelo no urbanizable de, al menos, 5 kilómetros. En todo caso, el nuevo municipio no podrá
tener discontinuidades en su territorio y no podrá constituir un enclave dentro de cualquiera de los
municipios originarios.

c) Que el núcleo o núcleos a segregar cuenten con una población no inferior a 5.000 habitantes y que el
municipio o municipios de los que se segregan no bajen de este límite poblacional al producirse la
segregación.

d) Que el nuevo municipio cuente con recursos propios suficientes para la implantación y mantenimiento de
los servicios que la Ley le exige y su independencia no suponga en ningún caso disminución en la calidad de
los que venían siendo prestados por él o por los municipios originarios.

e) Que en núcleo o núcleos que se pretenden segregar no viniesen siendo prestados, por el municipio o
municipios originarios, los servicios mínimos exigidos por la Ley con la calidad media con que se prestan en
el resto de su término municipal.

f) Que en cualquier caso no exista otra alternativa que permita solventar los problemas que motivan la
segregación.

Artículo 26.
En el expediente que al efecto se instruya deberán constar fehacientemente todos los requisitos mencionados
en el artículo anterior, así como el proyecto del presupuesto relativo a los gastos e ingresos corrientes, tanto
del municipio o municipios originarios como del que se pretende constituir. En el mismo figurarán, de forma
especial, los ingresos previstos y los gastos precisos para el mantenimiento de los servicios mínimos con la
calidad exigida por la presente Ley.

Artículo 27.
El nuevo municipio, además de la deudas pendientes y de las cargas financieras que le correspondan, deberá
asumir las mismas cargas, funcionarios, personal laboral y servicios que hasta el momento de la segregación
viniesen prestando sus actividades al servicio del núcleo o núcleos de población que integrarán el nuevo
territorio, debiendo subrogarse en las consiguientes obligaciones.

Artículo 28.
Se entiende por segregación-agregación la operación consistente en separar parte de un término municipal de
su ámbito territorial originario para agregarlo al de otro limítrofe.
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Artículo 29.
Podrá llevarse a cabo la segregación parcial de un término municipal para su agregación a otro municipio
limítrofe cuando concurra alguna de las siguientes causas:

a) En caso de que se confundan núcleos urbanos de dos o más municipios como consecuencia del desarrollo
urbanístico y ninguno de estos núcleos sea capital de los municipios afectados o sólo lo sea el del municipio
agregante.

b) Cuando existan notorios motivos de necesidad o conveniencia económico-administrativa que así lo
aconsejen.

c) Cuando el núcleo de población a segregar esté recibiendo los servicios mínimos, exigidos por los artículos
26.1 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local y 81 de la presente Ley, del municipio al que
pretende agregarse.

Artículo 30.
1. El municipio al que se agregue una parte del término municipal de otro deberá indemnizar
económicamente a éste en una cuantía igual a diez veces el valor actual de las cantidades dejadas de percibir
por los impuestos sobre bienes inmuebles y actividades económicas que se devenguen en el territorio a
segregar. Esta valoración deberá figurar en el expediente que se tramite al efecto. Si la valoración fuese
estimada insuficiente con respecto al beneficio que reportaba al municipio originario la parte del término
municipal que se segregó, la indemnización será fijada por el Consejo de la Junta de Galicia, a propuesta del
Consejero competente en materia de régimen local.

2. Si el municipio del que se segrega una porción de territorio no aceptase la valoración señalada, el
procedimiento podrá continuar con la consignación del importe de la misma en la Caja General de Depósitos.

Artículo 31.
Las alteraciones de términos municipales podrán ser iniciadas de oficio por la Consejería competente en
materia de régimen local o a instancia de:

a) Cualquiera de los municipios interesados.

b) Las Diputaciones Provinciales respectivas.

Artículo 32.
1. Las alteraciones de términos municipales podrán, asimismo, ser tramitadas, con carácter voluntario, por
los Ayuntamientos interesados. En tal caso, el expediente será iniciado por los acuerdos de los respectivos
Ayuntamientos, adoptados con el voto favorable de las dos terceras partes del número de hecho y, en todo
caso, de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación.

2. Los acuerdos se someterán a información pública por plazo no inferior a treinta días.

3. Finalizado el período de información pública, los Ayuntamientos adoptarán nuevo acuerdo, con la misma
mayoría que en el acuerdo de iniciación, en el que se resolverá sobre la procedencia de la alteración y, en su
caso, sobre las reclamaciones presentadas.

4. Si los acuerdos fuesen favorables a la alteración, se elevará el expediente a la Consejería competente en
materia de régimen local.

Artículo 33.
1. Las alteraciones de términos municipales consistentes en su segregación parcial para la constitución de un
nuevo e independiente municipio o en la segregación de parte del término de un municipio para agregarlo a
otro limítrofe podrán ser promovidas a instancia de los vecinos residentes en la parte o partes a segregar.
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2. En el supuesto de que la segregación fuese promovida a instancia vecinal, se precisará el respaldo de las dos
terceras partes de los vecinos residentes, con una residencia mínima de diez años en el territorio a segregar.

3. En el supuesto de iniciación vecinal, se constituirá por los vecinos una Comisión Promotora. Para ello
deberán comparecer todos los interesados ante fedatario público, con la finalidad de manifestar su voluntad
de designar a los miembros de la Comisión Promotora.

4. La Comisión Promotora deberá incorporar al expediente toda la documentación prevista en los artículos 34
y 35 de la presente Ley.

5. Una vez completada la documentación por la Comisión, se elevará a los Ayuntamientos correspondientes,
que, tras someterla a información pública por plazo no inferior a treinta días, adoptarán acuerdo sobre la
misma, en el plazo de dos meses. Los acuerdos serán adoptados con el voto favorable de las dos terceras
partes del número de hecho, y en todo caso de la mayoría del número legal de miembros de la Corporación.

6. Adoptados los acuerdos municipales e incorporada al expediente certificación de los mismos, el
Ayuntamiento lo elevará a la Consejería competente en materia de régimen local, aun cuando los acuerdos
municipales no hubiesen sido favorables. Si transcurrido el plazo de dos meses a que se refiere el párrafo
anterior no se ha adoptado acuerdo municipal expreso, la Comisión Promotora elevará el expediente a la
Consejería competente en materia de régimen local.

Artículo 34.
1. Deberán incorporarse a los expedientes de alteraciones de términos municipales los siguientes
documentos, sin perjuicio de cuantos otros se estimen oportunos:

a) Plano del término o términos municipales que vayan a ser objeto de alteración, con señalamiento, en su
caso, de los nuevos límites o línea divisoria de los municipios.

b) Informe en el que se justifique que concurren las motivaciones necesarias para llevar a cabo la
alteración que se propone.

c) Memoria justificativa de que las alteraciones no merman la solvencia de los municipios a que afectan, en
perjuicio de los acreedores, o, en su caso, acta notarial en la que se acredite, por comparecencia de las dos
terceras partes de los vecinos de las porciones segregadas, que se comprometen en el nuevo municipio a
responder subsidiariamente, en su día, respecto a la parte correspondiente de los créditos que existan,
salvo las obligaciones personales de cada uno de aquéllos.

2. Asimismo, se aportarán las estipulaciones jurídicas y económicas que se proponen, entre las que deberán
figurar, cuando procedan:

a) La forma de liquidar las deudas o créditos contraídos por cada municipio.

b) Las fórmulas de administración de bienes y gestión de servicios.

c) Cualesquiera otras que convengan a los municipios afectados respecto a las obligaciones, derechos e
intereses de cada uno.

Artículo 35.
1. En los supuestos de segregación parcial para constituir un nuevo municipio, se incorporarán al expediente,
además de los documentos a que se refiere el artículo anterior, los siguientes documentos:

a) Informe demostrativo de que ni el nuevo municipio ni el originario u originarios carecerán de los
medios precisos para el cumplimiento de sus fines.

b) Proyecto de división de bienes, aprovechamientos, usos públicos, créditos y cualesquiera otros derechos
y obligaciones entre el Ayuntamiento o Ayuntamientos originarios y el nuevo, y bases que se establezcan
para resolver, posteriormente, cualesquiera otras cuestiones que no hubiese sido posible dilucidar.

c) Certificación, expedida por el Secretario, de los bienes, derechos y aprovechamientos comunales del
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municipio o municipios objeto de la segregación, así como de los que correspondan exclusivamente al
vecindario de la parte o partes que se hubiesen de segregar.

d) Certificación del Secretario relativa al número de electores, habitantes y vecinos de los términos
municipales y de la porción que se pretenda segregar.

2. En los casos de segregaciones parciales de términos municipales iniciadas a petición de las dos terceras
partes de los vecinos, se acreditará, mediante certificación del Secretario del Ayuntamiento respectivo,
extendida al final de las firmas que suscriban la solicitud, que han de estar autenticadas notarialmente, que
los firmantes figuran como residentes vecinos en el padrón municipal.

Artículo 36.
Instruido el expediente de alteración de términos municipales, y a efectos de que emitan el informe que
estimen oportuno, se dará audiencia en el plazo de un mes a:

a) Los municipios y demás Entidades Locales interesadas cuando la iniciación haya sido decretada de oficio
por la Consejería competente en materia de régimen local o a instancia de los municipios o Diputaciones
Provinciales respectivas.

b) Las Diputaciones Provinciales en caso de que las alteraciones de términos municipales hayan sido
tramitadas, con carácter voluntario, por los Ayuntamientos interesados o promovidas por los vecinos
residentes en la parte o partes que hayan de segregarse.

Artículo 37.
1. Recibidos los informes a que se refiere el artículo anterior o transcurrido el plazo de un mes sin que hayan
sido evacuados, la Consejería competente en materia de régimen local elevará el expediente a la Comisión
Gallega de Delimitación Territorial para que emita informe y elaborará propuesta de resolución. A estos
efectos, dicha Consejería podrá solicitar a todas las administraciones públicas que considere precisas cuantos
datos estime necesarios con la finalidad de disponer de los elementos objetivos suficientes para la elaboración
de la propuesta de resolución.

2. El informe y la propuesta de resolución a que se refiere el apartado anterior serán remitidos, junto con el
expediente, por la Consejería competente en materia de régimen local, para dictamen, al Consejo Consultivo
de Galicia.

Artículo 38.
1. La resolución definitiva del procedimiento se hará por Decreto del Consejo de la Junta de Galicia, del que se
dará traslado a la Administración del Estado a los efectos previstos en el artículo 14.1 de la Ley Reguladora de
las Bases del Régimen Local.

2. Las resoluciones definitivas de los expedientes de alteración de términos municipales deberán contener, en
su caso:

a) Nombre del nuevo municipio.

b) Núcleo en que se ubicará la capitalidad.

c) Nuevos límites de los términos municipales afectados.

d) Población y parroquias de los términos municipales afectados.

e) Aprobación de las estipulaciones jurídicas y económicas acordadas.

3. La resolución se publicará en el «Diario Oficial de Galicia», en el «Boletín Oficial» de la provincia
correspondiente y en el «Boletín Oficial del Estado».

4. En caso de que el expediente haya sido iniciado de oficio por la Consejería competente en materia de
régimen local y de que en el trámite de informe formulasen oposición uno o más de los municipios afectados,
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la alteración de términos municipales se aprobará por Ley del Parlamento de Galicia.

Artículo 39.
En los casos de creación de nuevos municipios o de alteración de términos municipales durante el período
que medie entre elecciones municipales, se observarán las siguientes normas:

1.ª En caso de la fusión de dos o más municipios limítrofes, cesarán todos los Alcaldes y Concejales y será
designada una Comisión Gestora por la Consejería de la Junta competente en materia de régimen local,
integrada por un número de vocales gestores igual al que le correspondiese de Concejales según la población
total resultante del nuevo municipio. La designación se hará siguiendo los mismos criterios de reparto
utilizados para las elecciones municipales y según los resultados producidos en las mismas en el conjunto de
los municipios afectados.

2.ª En los supuestos de incorporación de uno o más municipios a otro limítrofe, cesarán los Alcaldes y
Concejales de los Ayuntamientos de los municipios incorporados. Si como consecuencia de la incorporación
correspondiese al municipio resultante un mayor número legal de Concejales, de conformidad con lo
dispuesto en la legislación electoral, la diferencia se cubrirá por vocales gestores designados por la Consejería
de la Junta competente en materia de régimen local entre los Concejales cesados. La designación se hará
siguiendo los mismos criterios que se utilizaron para las elecciones municipales, repartiendo el número de
Concejales en que resultaría incrementada la nueva Corporación entre las candidaturas según los resultados
que hubiesen obtenido en el conjunto de los Ayuntamientos que se incorporan.

3.ª Cuando se trate de la creación de un nuevo municipio por la segregación de parte de uno o varios
municipios o de la segregación de parte de un municipio para agregarlo a otro, aquel del que se segregue la
porción de territorio permanecerá con el mismo número de Concejales que tenía. El nuevo municipio
procedente de la segregación será regido y administrado por una Comisión Gestora designada por la
Consejería de la Junta competente en materia de régimen local con arreglo a los resultados de las elecciones
municipales en la mesa o mesas correspondientes al territorio segregado. Si como consecuencia de la
agregación correspondiese al municipio que ha recibido la porción segregada un mayor número de
Concejales, la diferencia se cubrirá por vocales gestores designados por la Consejería de la Junta competente
en materia de régimen local con arreglo a los resultados de elecciones municipales en la mesa o mesas
correspondientes al territorio segregado.

SECCIÓN 2.ª DE LA DEMARCACIÓN, DESLINDE Y AMOJONAMIENTO

Artículo 40.
1. Los Ayuntamientos tendrán la facultad de promover la demarcación, deslinde y amojonamiento de sus
términos municipales.

2. Se entiende por demarcación la operación consistente en la fijación, a una Entidad Local, del término
municipal que le corresponde o en la corrección del que hubiese sido fijado.

3. Se entiende por deslinde la operación consistente en la identificación de los límites determinantes del
ámbito territorial de dos o más Entidades Locales limítrofes en caso de existir confusión entre ellos.

4. Se entiende por amojonamiento la operación consistente en la colocación de hitos o mojones con los que se
señale o haga perceptible la línea divisoria entre los términos municipales pertenecientes a dos o más
Entidades Locales limítrofes. Esta operación se realizará de acuerdo con las correspondientes coordenadas
GSM.

Artículo 41.
1. Los conflictos que puedan plantearse entre municipios en relación con la demarcación y deslinde de sus
términos serán resueltos por el Consejo de la Junta de Galicia, a propuesta del Consejero competente en
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materia de régimen local y previo informe de la Comisión Gallega de Delimitación Territorial.

2. En el supuesto de que se trate de expedientes que supongan la alteración de términos municipales, será
preceptivo, además, el dictamen del Consejo Consultivo de Galicia.

Artículo 42.
1. Para la demarcación, deslinde y amojonamiento de los términos municipales, cada uno de los
Ayuntamientos a que afecte la línea divisoria nombrará una Comisión compuesta por el Alcalde y tres
Concejales, los cuales, con el Secretario de la Corporación y el perito que designe cada Ayuntamiento,
verificarán la operación de que se trate.

2. Únicamente asistirán al acto, por cada municipio, además de los miembros de la citada Comisión, dos
personas que por su edad y acreditado juicio puedan justificar el sitio en que estuvieron los mojones o señales
divisorias y los propietarios de los terrenos afectados por el deslinde.

Artículo 43.
Cuando los Ayuntamientos interesados estén conformes con los límites existentes en la actualidad no
procederá nueva fijación, salvo en los casos excepcionales en que documentalmente se justifiquen errores
materiales o vicios de procedimiento en la delimitación anterior.

Artículo 44.
1. Cuando existiesen divergencias entre los Ayuntamientos implicados, en cuanto a la manera de apreciar el
sitio por donde deba pasar la línea divisoria o en el que deban colocarse hitos o mojones, cada Comisión
levantará acta por separado. En ella se harán constar todos los datos, antecedentes y detalles que se estimen
precisos para justificar su apreciación. Con esta actuación se darán por finalizadas las actuaciones previas.

2. Las Alcaldías respectivas remitirán las actas, con todos los demás antecedentes, a la Consejería competente
en materia de régimen local, que enviará dicho expediente al Instituto Geográfico Nacional para que éste
designe técnico o técnicos que deban personarse sobre el terreno en unión de las Comisiones señaladas y de
un representante de esta Consejería, a fin de llevar a cabo, a la vista y de conformidad con los documentos
aportados, el deslinde de los términos municipales, estableciendo su demarcación definitiva y los puntos
donde deben situarse los correspondientes mojones.

3. Recibido el informe del Instituto Geográfico Nacional, se remitirá el expediente a informe de la Comisión
Gallega de Delimitación Territorial y de la Diputación Provincial respectiva, y será resuelto por el Consejo de
la Junta de Galicia, a propuesta del Consejero competente en materia de régimen local, previo dictamen del
Consejo Consultivo de Galicia.

4. De la fijación de la correspondiente línea límite se dará conocimiento a la Administración Central del
Estado, al objeto de su inscripción en el Registro Estatal de Entidades Locales, aunque deberá inscribirse
también en el Registro que lleve la Junta de Galicia.

Artículo 45.
Cuando los deslindes afecten a los límites de las provincias, cada una de las Diputaciones interesadas tendrá
derecho a integrarse en las Comisiones previstas en el artículo 42 de la presente Ley con una representación
igual a la de cada Ayuntamiento.

Artículo 46.
En los expedientes de señalamiento de la línea de deslinde, la incomparecencia de la representación de
alguno de los Ayuntamientos, siempre que hayan sido convocados de forma fehaciente, en las operaciones de
campo que se deban realizar llevará implícito el decaimiento de su derecho para impugnar la línea que se fije,
con la presencia del Ayuntamiento o Ayuntamientos comparecientes.
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Artículo 47.
La determinación de los límites de los nuevos municipios constituidos por la segregación de parte del término
de uno o varios municipios corresponderá al Consejo de la Junta de Galicia.

SECCIÓN 3.ª DEL CAMBIO DE DENOMINACIÓN Y CAPITALIDAD DEL MUNICIPIO

Artículo 48.
El nombre y la capitalidad de los municipios podrán ser alterados por Decreto del Consejo de la Junta de
Galicia, a propuesta del Consejero competente en materia de régimen local y previo acuerdo del
Ayuntamiento interesado e informe de la Diputación Provincial respectiva.

Artículo 49.
1. El acuerdo deberá ser adoptado por las dos terceras partes del número de hecho de la Corporación y, en
todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la misma.

2. El expediente se someterá a información pública por plazo de treinta días, para que los particulares o
entidades que se creyesen perjudicados puedan presentar reclamación.

3. Resueltas, en su caso, las reclamaciones presentadas, se elevará el expediente al Consejo de la Junta para su
resolución, previo informe de la Comisión Gallega de Delimitación Territorial en caso de cambio de
capitalidad y de la Comisión Gallega de Toponimia si se tratase de un cambio de denominación.

4. Los cambios de denominación y capitalidad de los municipios serán inscritos en el Registro de Entidades
Locales de la Comunidad Autónoma de Galicia y publicados en el «Diario Oficial de Galicia» y en el «Boletín
Oficial» de la respectiva provincia.

5. Se dará cuenta de estos cambios a la Administración del Estado, al objeto de su anotación en el Registro de
Entidades Locales y de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 50.
En los expedientes de cambio de nombre de los municipios se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

a) No se autorizará cambio de nombre cuando el propuesto sea idéntico a otro existente o pueda producir
confusiones en la organización de los servicios públicos.

b) Cuando la nueva denominación acordada contenga incorrecciones lingüísticas o no se adecue a la
toponimia gallega, corresponderá al Consejo de la Junta de Galicia, a propuesta del Consejero competente en
materia de régimen local, la resolución definitiva sobre el cambio de nombre, previo informe de la Comisión
Gallega de Toponimia y audiencia del municipio interesado.

Artículo 51.
El cambio de capitalidad tendrá que fundarse en alguno de los siguientes motivos:

a) Desaparición del núcleo urbano donde estuviere establecida.

b) Mayor facilidad de comunicaciones.

c) Carácter histórico de la población elegida.

d) Mayor número de habitantes.

e) Importancia económica o beneficios notorios que reporte este cambio a los residentes en el término.

TÍTULO II DE LA PROVINCIA

Artículo 101.
1. La provincia es una Entidad Local de carácter territorial formada por la agrupación de municipios, con
personalidad jurídica propia, autonomía y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines propios y
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específicos.

2. Son fines propios y específicos de la provincia garantizar los principios de solidaridad y equilibrio
intermunicipales, en el marco de la política económica y social, y en particular:

a) Asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio provincial de los servicios de
competencia municipal.

b) Participar en la coordinación de la Administración local con la de la Comunidad Autónoma y con la del
Estado.

3. El gobierno y la administración de las provincias gallegas corresponde a las Diputaciones Provinciales.

CAPÍTULO I TERRITORIO

Artículo 102.
1. El término provincial es el ámbito territorial en que la Diputación Provincial ejerce sus competencias.

2. La modificación de los límites provinciales sólo podrá producirse por alteración de los términos
municipales y mediante Ley Orgánica conforme a la legislación estatal básica.

CAPÍTULO II ORGANIZACIÓN

Artículo 103.
1. Formarán parte de la organización provincial:

a) El Presidente, los Vicepresidentes, el Pleno y la Comisión de Gobierno. Será también órgano de la
provincia la Comisión Especial de Cuentas.

b) Son órganos complementarios las comisiones de estudio, informe o consulta, cuya constitución y
funcionamiento se acomodará a las mismas reglas que sus homónimas de ámbito municipal. El Pleno de la
Diputación, haciendo uso de su potestad de autoorganización, podrá crear cualquier otro órgano de
carácter complementario, sin otro límite que el respeto a la organización determinada por la legislación
básica y por la presente Ley.

2. Todos los grupos políticos integrantes de la Corporación tendrán derecho a participar, mediante la
presencia de Diputados pertenecientes a los mismos, en los órganos complementarios de la Diputación
Provincial cuya función sea el estudio, informe o consulta de los asuntos que tengan que ser sometidos a la
decisión del Pleno.

Artículo 104.
1. La elección del Presidente se rige por lo dispuesto en la legislación electoral general.

2. Corresponde al Presidente el nombramiento de los Vicepresidentes.

3. El Pleno de la Diputación Provincial estará constituido por el Presidente y los demás Diputados Provinciales.

4. La Comisión de Gobierno estará integrada por el Presidente y un número de Diputados no superior a la
tercera parte del número legal de miembros de la Corporación, nombrados y separados libremente por el
Presidente, que dará cuenta de ello al Pleno.

Artículo 105.
1. Corresponde, en todo caso, al Presidente de la Diputación:

a) Representar a la Diputación.

b) Dirigir el gobierno y la administración de la provincia.

c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, la Comisión de Gobierno y cualquier otro órgano de la
Diputación.

d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras cuya titularidad o ejercicio corresponde a la
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Diputación Provincial.

e) Ordenar la publicación y ejecución y hacer cumplir los acuerdos de la Diputación.

f) Autorizar y disponer gastos, dentro de los límites de su competencia, ordenar pagos y rendir cuentas.

g) Ejercer la dirección y las facultades en materia de personal que no tenga atribuidas el Pleno.

h) Ejercitar acciones judiciales y administrativas en caso de urgencia.

i) Asegurar la gestión de los servicios propios de la Comunidad Autónoma cuya gestión ordinaria esté
encomendada por ésta a la Diputación.

j) Adoptar personalmente y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o infortunios públicos, o de
grave peligro de que éstos se produzcan, las medidas precisas y adecuadas, dando inmediata cuenta de las
mismas al Pleno de la Diputación.

k) Contratar obras y servicios siempre que su cuantía no exceda del 5 por 100 de los recursos ordinarios de
su presupuesto ni del 50 por 100 del límite general aplicable al procedimiento negociado legalmente
establecido.

l) Autorizar la contratación y concesión de obras, servicios y suministros que excediendo de la cuantía
señalada en el punto anterior tengan una duración no superior a un año o no exijan créditos superiores al
consignado en el presupuesto anual.

m) Hacer cumplir las ordenanzas y reglamentos provinciales.

n) Decidir los empates con voto de calidad. ñ) Otorgar las autorizaciones o licencias, a no ser que las
ordenanzas o las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la Comisión de Gobierno.

o) El desarrollo y la gestión económica conforme al presupuesto aprobado.

p) Presidir las subastas y adjudicar provisionalmente el remate.

q) Ejercer las demás atribuciones que expresamente le atribuyen las leyes.

r) El ejercicio de aquellas otras atribuciones que las leyes asignen a la Diputación y no estén expresamente
atribuidas a otros órganos.

2. El Presidente puede delegar en la Comisión de Gobierno el ejercicio de sus atribuciones, a no ser la de
convocar y presidir las sesiones del Pleno y de la Comisión de Gobierno y las enumeradas en las letras b), g) y
h) del apartado anterior de este mismo artículo, todo ello sin perjuicio de las delegaciones especiales que,
para encargos específicos, pueda realizar en favor de cualquier miembro de la Corporación, aunque no
pertenezca a la Comisión de Gobierno.

Artículo 106.
Corresponde a los Vicepresidentes, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus funciones y por el orden de
su nombramiento al Presidente, en los casos de ausencia, enfermedad o impedimento que imposibilite a éste
para el ejercicio de sus atribuciones, así como desempeñar las funciones del Presidente en los supuestos de
vacante.

Artículo 107.
1. Corresponden, en todo caso, al Pleno las siguientes atribuciones:

a) La organización de la Diputación.

b) La aprobación de ordenanzas.

c) La aprobación y modificación de los presupuestos, la disposición de gastos dentro de los límites de su
competencia y la aprobación de las cuentas.

d) La aprobación de los proyectos de carácter provincial.

e) El control y la fiscalización de la gestión de los órganos de gobierno.
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f) La aprobación de la plantilla de personal, la relación de puestos de trabajo, las bases de las pruebas para
la selección de personal y para los concursos de provisión de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de
las retribuciones complementarias de funcionarios y el número y régimen del personal eventual, todo ello
en los términos de la legislación básica y de la presente Ley, así como la separación del Servicio de los
funcionarios de la Corporación, salvo lo dispuesto en el artículo 99, número 4, de la Ley 7/1985, reguladora
de las bases del régimen local, y la ratificación del despido del personal laboral.

g) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.

h) La enajenación del patrimonio.

i) El planteamiento de conflictos de competencias a otras Entidades Locales y demás Administraciones
Públicas.

j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas.

k) Aquellas que deben corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial y a las que se
refiere el artículo 215 de la presente Ley.

l) La votación sobre la moción de censura al Presidente, que se regirá por lo dispuesto en la legislación
electoral general.

m) Ejercer las demás que expresamente le atribuyan las leyes.

2. El Pleno puede delegar en la Comisión de Gobierno el ejercicio de sus atribuciones, salvo las enumeradas
en las letras a), b), c), d), e), f), g), i), k) y l) del apartado anterior.

Artículo 108.
Corresponde a la Comisión de Gobierno:

a) La asistencia al Presidente en el ejercicio de sus atribuciones.

b) Las atribuciones que el Presidente u otro órgano provincial le deleguen o que le atribuyan las leyes.

CAPÍTULO III COMPETENCIAS

SECCIÓN 1.ª DE LAS COMPETENCIAS PROPIAS

Artículo 109.
1. Serán competencias propias de las Diputaciones Provinciales las que bajo este concepto les atribuyan las
leyes. Las competencias propias se ejercerán en régimen de autonomía. Son competencias propias de las
Diputaciones Provinciales, en cualquier caso, las siguientes:

a) Coordinar los servicios municipales entre sí para garantizar la prestación integral y adecuada de
servicios públicos en todo el territorio de la provincia, cooperando, especialmente, con los municipios de
población inferior a 20.000 habitantes para garantizar su efectividad.

b) Prestar asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente a los que
tengan menor capacidad económica y de gestión.

c) Prestar los servicios públicos de carácter supramunicipal.

d) En general, el fomento y la administración de los intereses peculiares de la provincia.

2. En el ejercicio de las competencias que corresponden a la Comunidad Autónoma, las leyes del Parlamento
de Galicia reguladoras de los distintos sectores de la acción pública delimitarán como competencias propias
de las Diputaciones Provinciales las que se consideren indispensables para la gestión de los intereses de las
mismas.

Artículo 110.
1. Las Diputaciones Provinciales aprobarán anualmente un Plan provincial de cooperación de obras y
servicios de competencia municipal, en cuya elaboración deberán participar los municipios de la provincia.
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2. El Plan, que deberá contener una Memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios de distribución de
los fondos, podrá financiarse con medios propios de la Diputación, las aportaciones municipales y las
subvenciones que acuerden la Junta de Galicia y la Administración General del Estado con cargo a los
respectivos presupuestos. La Junta de Galicia podrá condicionar la utilización o empleo de sus subvenciones
al establecimiento de los criterios y condiciones que considere convenientes.

Artículo 111.
1. Las Diputaciones Provinciales participarán activamente en la elaboración y gestión de los planes de
desarrollo comarcal, colaborando en el cumplimiento de sus objetivos a través de las unidades técnicas
comarcales.

2. Los planes de desarrollo comarcal tendrán el carácter de marco de referencia para la elaboración de los
planes de cooperación de obras y servicios.

Artículo 112.
1. Para alcanzar una eficaz coordinación de las inversiones públicas en el territorio gallego, los programas de
cooperación económica con las Entidades Locales que elaboren las Diputaciones Provinciales, cualquiera que
sea su denominación y naturaleza, serán puestos, antes de su aprobación, en conocimiento de la Junta de
Galicia y de la Comisión Gallega de Cooperación Local.

2. Las Administraciones Públicas implicadas procurarán la elaboración de un Plan único en el que se fundan
las inversiones públicas provenientes de todas ellas; este Plan se regirá por un criterio de proporcionalidad
que facilite el desarrollo de los referidos planes. Será coordinado por la Junta de Galicia con el apoyo y
asesoramiento de la Comisión Gallega de Cooperación Local.

Artículo 113.
La cooperación en la asistencia jurídica en favor de los municipios será prestada por las Diputaciones
Provinciales, entre otras, de las formas siguientes:

a) Mediante el informe y asesoramiento en cuantas consultas les sean formuladas por los órganos
competentes de tales entidades.

b) Mediante la defensa en juicio cuando así les sea solicitado.

Artículo 114.
La asistencia económico-financiera será prestada por las Diputaciones Provinciales, entre otras, de las formas
siguientes:

a) Mediante el informe y asesoramiento en cuantas consultas les sean formuladas, sobre la gestión económico-
financiera, por los órganos competentes.

b) Mediante la cesión temporal en uso de material propio de las Diputaciones Provinciales.

c) Mediante la concesión de subvenciones a fondo perdido.

d) Mediante la concesión de créditos y la creación de cajas de crédito para facilitar a los Ayuntamientos
operaciones de este tipo.

Artículo 115.
Las Diputaciones Provinciales prestarán asistencia técnica a las Entidades Locales mediante la elaboración de
estudios, proyectos y dirección de obras relativas a servicios de su competencia, en especial en el ámbito del
urbanismo, gestión tributaria y asesoramiento e impulso de las medidas destinadas a mejorar la organización
administrativa con especial atención a los sistemas de trabajo y la mecanización de tareas.
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Artículo 116.
Las Diputaciones Provinciales prestarán asistencia en materia de formación y perfeccionamiento en general
directamente o a través de la Escuela Gallega de Administración Pública en la formación y perfeccionamiento
del personal encargado de la gestión económica de las Entidades Locales.

Artículo 117.
1. La prestación de servicios que, por su naturaleza, excedan del ámbito de un Municipio y no sean asumidos
por otra Entidad Local será atendida por la Diputación Provincial, previa firma de los oportunos Convenios o
acuerdos de cooperación.

2. La prestación de los servicios supramunicipales, cuando fuese asumida por la Diputación Provincial, podrá
efectuarse:

a) A través de los servicios de la propia Diputación Provincial, mediante cualesquiera de las formas de
gestión previstas en la legislación vigente.

b) Mediante la constitución de consorcios locales.

Artículo 118.
Compete a las Diputaciones Provinciales regir y administrar los intereses peculiares de la provincia, creando,
conservando y mejorando los servicios cuyo objeto sea el fomento de los mismos, y, en especial, los siguientes:

a) Construcción y conservación de carreteras y caminos provinciales.

b) Conservación de monumentos histórico-artísticos.

c) Establecimiento y conservación de bibliotecas.

d) Organización de concursos y exposiciones y de cualquier otra actividad cuya finalidad sea el fomento en
materia de cultura, educación y deporte.

e) Realización de obras en todo el territorio provincial.

SECCIÓN 2.ª DE LA TRANSFERENCIA Y DELEGACIÓN DE COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA EN LAS PR

Artículo 119.
1. La Comunidad Autónoma de Galicia podrá transferir o delegar competencias en las Diputaciones
Provinciales y encomendar a éstas la gestión ordinaria de sus propios servicios.

2. El régimen de las competencias que la Comunidad Autónoma pueda transferir o delegar en las Diputaciones
Provinciales mediante Ley del Parlamento de Galicia o Decreto del Consejo de la Junta de Galicia, así como el
de la encomienda de gestión de servicios propios, se acomodará a las reglas previstas en el título IV de la
presente Ley.

TÍTULO III OTRAS ENTIDADES LOCALES

CAPÍTULO I DE LAS ÁREAS METROPOLITANAS

SECCIÓN 1.ª DE LA CREACIÓN DE LAS ÁREAS METROPOLITANAS

Artículo 120.
Las áreas metropolitanas son Entidades Locales integradas por los municipios donde existan grandes
aglomeraciones urbanas y cuando entre sus núcleos de población haya vinculaciones económicas y sociales
que hagan precisa la planificación conjunta y la coordinación de determinados servicios y obras.

Artículo 121.
1. Por Ley del Parlamento de Galicia se podrán crear, modificar o suprimir áreas metropolitanas.

2. Corresponde a la Ley de Creación determinar los órganos de gobierno y administración, el régimen
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económico y de funcionamiento, los servicios a prestar y las obras a realizar por el área metropolitana, así
como las potestades que se le atribuyan y la justa distribución de cargas entre los municipios que la integran.

3. En ningún caso la creación de una área metropolitana puede suponer la pérdida de competencias de los
municipios integrados que les hagan perder su condición de tales.

Artículo 122.
1. La iniciativa para la creación del área metropolitana podrá partir de los municipios interesados, y, en este
caso, se requerirá acuerdo adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de
miembros de cada Corporación.

2. Adoptados los acuerdos se elevarán al Consejero competente en materia de régimen local, quien examinará
la regularidad del procedimiento observado.

CAPÍTULO II DE LAS MANCOMUNIDADES DE MUNICIPIOS

Artículo 135.
1. Los municipios de la Comunidad Autónoma de Galicia tendrán derecho a asociarse en mancomunidades
para la ejecución o prestación, en común, de obras, servicios y actividades de su competencia.

2. El objeto de la mancomunidad deberá ser determinado y no podrá asumir todas las competencias de los
municipios asociados.

Artículo 136.
1. La Junta de Galicia, a través de la Consejería competente en materia de régimen local:

a) Prestará cuanta asistencia técnica y jurídica sea necesaria para la constitución y funcionamiento de una
mancomunidad.

b) Consignará en el proyecto de presupuestos una partida destinada al fomento y ayuda de las
mancomunidades municipales estimulando el régimen asociativo.

2. Las ayudas a que se refiere la letra b) del apartado anterior serán compatibles con otras que, en función de
la naturaleza de la obra o servicio objeto de la mancomunidad, pudiesen ser otorgadas por la propia
Comunidad Autónoma.

3. La prestación mancomunada de los servicios municipales o, en su caso, la realización de obras del mismo
modo será un criterio a considerar favorablemente a la hora de otorgar cualquier tipo de ayuda o subvención
por parte de la Junta de Galicia.

SECCIÓN 1.ª DEL PROCEDIMIENTO DE CONSTITUCIÓN Y DISOLUCIÓN DE LAS MANCOMUNIDADES DE MUNICIPIOS

Artículo 137.
La iniciativa para la constitución de una mancomunidad podrá partir de uno o varios de los municipios
interesados.

Artículo 138.
1. Los expedientes para la constitución de mancomunidades municipales, así como para la elaboración y
subsiguiente aprobación de sus estatutos, se iniciarán con los acuerdos de los Ayuntamientos promotores, que
serán adoptados por la mayoría absoluta del número legal de miembros de las Corporaciones.

2. Mediante tales acuerdos cada Ayuntamiento designará un representante de la Corporación que pasará a
formar parte de la Comisión Gestora, que ostentará la representación del grupo de municipios hasta la
definitiva constitución de los órganos de gobierno de la mancomunidad y que se encargará de la tramitación
del correspondiente expediente.

3. De entre los miembros de la Comisión Gestora se elegirá un Presidente y actuará como Secretario el del
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Ayuntamiento a que pertenezca dicho Presidente.

Artículo 139.
La elaboración de los estatutos, cuyo contenido mínimo será el que se señala en el artículo 142 de la presente
Ley, será competencia de la Comisión Gestora, que los aprobará inicialmente, y su aprobación provisional
corresponderá a una asamblea integrada por todos los Concejales de los Ayuntamientos interesados. Esta
asamblea será convocada por el Presidente de la Comisión Gestora, y para su válida constitución requerirá la
asistencia, al menos, de la mayoría absoluta de los miembros de derecho de la misma, siendo necesaria la
presencia, como mínimo, de un representante de cada municipio.

Artículo 140.
1. El proyecto de estatutos, una vez aprobado, será sometido, por plazo de un mes, a informe de la Diputación
o Diputaciones Provinciales interesadas, se entenderá favorable si en dicho plazo no hubiese sido emitido y se
expondrá a información pública por período de un mes para que sean presentadas, por parte de los
interesados, las observaciones o sugerencias que estimen precisas.

2. Finalizado el plazo de información pública y antes de la aprobación definitiva, serán remitidos los estatutos,
junto con la resolución de las reclamaciones que hubiesen sido presentadas, a la Consejería competente en
materia de régimen local para su informe, y ésta podrá formular las observaciones de legalidad, así como las
sugerencias y propuestas que considere convenientes.

3. Si del informe a que se refiere el párrafo anterior resultasen modificaciones del proyecto de estatutos
provisionalmente aprobado, se someterán las mismas a la consideración de la Comisión Gestora, que, de no
aceptarlas, estará obligada a la convocatoria de la asamblea de Concejales para una nueva discusión de las
mismas. Tras esta nueva reunión de la asamblea se decidirá si se continúa o no con el procedimiento hasta la
aprobación definitiva de los estatutos y la constitución de la mancomunidad.

Artículo 141.
1. Comunicada por el Presidente a la Comisión Gestora la emisión de los informes por parte de la Diputación o
Diputaciones Provinciales interesadas o por la Consejería competente en materia de régimen local, o
transcurrido el plazo legal para ello sin que los mismos hubiesen sido emitidos, los plenos de todos los
Ayuntamientos aprobarán, en el plazo de dos meses, los estatutos. Los acuerdos requerirán el voto favorable
de la mayoría absoluta del número legal de los miembros de cada una de las Corporaciones. En el acuerdo de
aprobación se designarán los representantes legales de cada Ayuntamiento en la mancomunidad, en el
número y condiciones previstas en los estatutos y teniendo en cuenta el pluralismo político existente en las
Corporaciones Locales.

2. El Presidente de la Comisión Gestora remitirá copia certificada de los acuerdos de aprobación definitiva de
los estatutos y de la constitución de la mancomunidad de municipios a la Consejería competente en materia
de régimen local, para su íntegra publicación en el «Diario Oficial de Galicia».

3. Dentro del mes siguiente al de la publicación de los estatutos, el Alcalde del municipio en que radique la
sede de la mancomunidad convocará a todos los representantes de los municipios mancomunados, al objeto
de elegir a los órganos rectores e iniciar el funcionamiento de la misma.

4. El Presidente de la mancomunidad comunicará a la Administración Central del Estado y a la Junta de
Galicia la constitución de la nueva Entidad Local a los efectos de su inscripción en los Registros estatal y
autonómico de Entidades Locales.

Artículo 142.
1. La organización y funcionamiento de las mancomunidades se regirá por lo establecido en sus propios
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estatutos, que se aprobarán de conformidad con las prescripciones de la presente Ley y que, en todo caso,
deberán contener:

a) Los municipios que la integran.

b) El objeto y fines de la mancomunidad.

c) La denominación y el lugar donde radique la sede de la mancomunidad.

d) Los órganos de gobierno, el número y forma de designación de los representantes de los municipios
asociados y la forma de nombrar y revocar a los administradores.

e) Los recursos financieros, las aportaciones y compromisos y los derechos y deberes de los municipios
asociados.

f) El plazo de duración y los supuestos de disolución.

g) Las normas de funcionamiento.

h) La forma de liquidación.

i) Las relaciones con los municipios interesados.

2. Los órganos de gobierno de la mancomunidad serán representativos de los Ayuntamientos que la integran,
debiendo existir, en todo caso, la figura del Presidente y del Pleno de la mancomunidad.

Artículo 143.
1. La modificación de los estatutos de la mancomunidad o la disolución de la Entidad Local se ajustará al
siguiente procedimiento:

a) La iniciativa corresponderá al Pleno de la mancomunidad, de oficio o a instancia de los Ayuntamientos
que la constituyen.

b) Adoptado el acuerdo, se someterá a información pública por plazo de un mes y, simultáneamente, se
remitirá a la Diputación o Diputaciones Provinciales respectivas y a la Consejería competente en materia
de régimen local para su informe, por plazo de un mes.

c) Finalizado el plazo de exposición pública y recibidos los informes a que se refiere el apartado anterior o
transcurrido el plazo de un mes sin que hubiesen sido emitidos, se someterá el acuerdo de modificación de
los estatutos o de disolución de la mancomunidad a los plenos de los Ayuntamientos mancomunados. La
adopción de dicho acuerdo, que resolverá también las alegaciones, en caso de que éstas hubiesen sido
presentadas, requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de cada una
de las Corporaciones.

d) Aprobados los acuerdos de modificación de los estatutos de la mancomunidad o de disolución de la
misma por la mayoría de los Ayuntamientos mancomunados, el Presidente de la mancomunidad remitirá
copia certificada de los mismos a la Consejera competente en materia de régimen local, para su íntegra
publicación en el «Diario Oficial de Galicia», y los comunicará a la Administración Central del Estado a los
efectos establecidos por la legislación básica de régimen local.

2. Toda incorporación o separación de miembros de una mancomunidad conllevará, necesariamente, la
modificación de sus estatutos.

3. En caso de que un municipio decida unilateralmente separarse de la mancomunidad, lo manifestará con un
año de antelación, sin dejar de cumplir con los compromisos contraídos en ese plazo.

Artículo 144.
En caso de disolución de una mancomunidad, la misma mantendrá su personalidad jurídica en tanto no sea
adoptado por el Pleno el acuerdo de liquidación y distribución de su patrimonio, el cual se publicará en el
«Diario Oficial de Galicia», junto con el de disolución.
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SECCIÓN 2.ª DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS MANCOMUNIDADES DE MUNICIPIOS

Artículo 145.
1. Los órganos de gobierno o juntas de mancomunidad estarán integrados por un Presidente, un
Vicepresidente que lo sustituya en sus ausencias y el número de Vocales que señalen los estatutos.

2. Los estatutos de la mancomunidad podrán prever, además, la existencia de otros órganos complementarios,
ya sean de carácter activo, como la Comisión de Gobierno, o consultivo, como las comisiones informativas, de
especial interés cuando sean múltiples los servicios asumidos y gestionados.

Artículo 146.
1. En la Junta de la mancomunidad o asamblea estarán representados, en la proporción que se establezca en
los estatutos de la mancomunidad, todos los municipios que la integren.

2. La designación del Presidente y del Vicepresidente concernirá a la Junta de mancomunidad o asamblea, y,
si nada dicen los estatutos, la elección se realizará en sesión extraordinaria y por mayoría absoluta de votos.

3. El cargo de Secretario o Secretario-Interventor, así como los de Interventor-Tesorero, si existiesen, tendrán
que ser ejercidos por funcionarios con habilitación de carácter nacional.

SECCIÓN 3.ª DE LAS COMPETENCIAS DE LAS MANCOMUNIDADES DE MUNICIPIOS

Artículo 147.
Son competencias de las mancomunidades de municipios:

a) La administración y defensa de su patrimonio.

b) La ejecución de obras y prestación parcial o integral de servicios de su interés.

c) Aquellas otras que les sean delegadas o encomendadas por otras Administraciones Públicas.

SECCIÓN 4.ª DE LA HACIENDA DE LAS MANCOMUNIDADES DE MUNICIPIOS

Artículo 148.
1. Las mancomunidades de municipios contarán con una hacienda propia integrada por:

a) Las tasas.

b) Los precios públicos.

c) Las contribuciones especiales.

d) Las aportaciones municipales.

e) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

f) Las subvenciones.

g) El producto de operaciones de crédito.

h) El producto de multas y sanciones en el ámbito de su competencia.

2. Los Ayuntamientos mancomunados consignarán en sus presupuestos las cantidades precisas para atender,
en los sucesivos ejercicios económicos, las obligaciones derivadas de los compromisos contraídos con la
mancomunidad a que pertenezcan. Transcurrido el plazo para el ingreso de las aportaciones de los
municipios que integran la mancomunidad, su Presidente podrá dirigirse a la Comunidad Autónoma para la
retención de los fondos del municipio deudor y su ingreso en la hacienda de la mancomunidad.

CAPÍTULO III DE LOS CONSORCIOS LOCALES

Artículo 149.
1. Las Entidades Locales gallegas podrán, con carácter voluntario, constituir consorcios locales entre sí o:

a) Con otras Administraciones Públicas para fines de interés común.
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b) Con entidades privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público concurrentes con los de
las Administraciones Públicas. En este caso en todos los órganos de los que se dote al consorcio deberá
garantizarse la presencia mayoritaria del sector público.

2. Los consorcios locales son Entidades Locales dotadas de personalidad jurídica propia y capacidad para el
cumplimiento de sus fines específicos, que vendrán definidos en sus respectivos estatutos.

3. Para la gestión de los servicios de su competencia, los consorcios podrán utilizar cualesquiera de las formas
previstas en la legislación básica de régimen local y en la presente Ley.

Artículo 150.
1. La iniciativa para la constitución de un consorcio local podrá partir de uno o varios Entes Locales
interesados.

2. Los expedientes para la constitución de consorcios locales, así como para la elaboración y subsiguiente
aprobación de sus estatutos, se iniciarán con los acuerdos de las Entidades Locales promotoras, que deberán
ser adoptados por la mayoría absoluta del número legal de miembros de las Corporaciones.

3. Mediante dichos acuerdos cada Entidad Local designará un representante de la Corporación que pasará a
formar parte de la Comisión Gestora, que tendrá la representación del grupo de entidades hasta la definitiva
constitución de los órganos de gobierno del consorcio, que estarán integrados por representantes de todas las
entidades consorciadas en la proporción que se fije en los respectivos Estatutos, y que se encargará de la
tramitación del correspondiente expediente y de la elaboración del proyecto de Estatutos.

Artículo 151.
1. Para la elaboración de los Estatutos y para la creación de consorcios locales se seguirán las mismas reglas y
el mismo procedimiento que se ha establecido para las mancomunidades de municipios en la legislación
estatal básica y en los artículos 137 y siguientes de la presente Ley.

2. Del mismo modo, para la modificación de los Estatutos del consorcio local, así como para la disolución del
mismo, se seguirán las mismas reglas y el mismo procedimiento que el establecido por la legislación estatal
básica y por los artículos 143 y 144 de la presente Ley para la modificación de los Estatutos o disolución de las
mancomunidades de municipios.

Artículo 152.
La Junta de Galicia, a través de la Consejería competente en materia de régimen local:

a) Prestará cuanta asistencia técnica y jurídica sea necesaria para la constitución y funcionamiento de los
consorcios locales.

b) Podrá conceder subvenciones a fondo perdido a la constitución de consorcios locales para la prestación de
los servicios municipales o, en su caso, realización de obras del mismo carácter.

CAPÍTULO IV DE LAS ENTIDADES LOCALES MENORES

Artículo 153.
1. Los núcleos de población separados geográficamente del que tenga la condición de capitalidad del
municipio y con características peculiares propias podrán constituirse en Entidades Locales Menores, para la
gestión descentralizada de sus intereses peculiares, siempre que:

a) Se acredite la posesión de recursos suficientes para tal gestión y el adecuado ejercicio de sus
competencias.

b) Su constitución no suponga una notable disminución de la capacidad económica del municipio, que
impida el normal cumplimiento de sus obligaciones o menoscabe la calidad de los servicios que viniese
prestando.
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2. No podrá constituirse en Entidad Local Menor el núcleo territorial en que radique la capitalidad del
municipio.

SECCIÓN 1.ª DEL PROCEDIMIENTO DE CONSTITUCIÓN Y DISOLUCIÓN DE LAS ENTIDADES LOCALES MENORES

Artículo 154.
1. La iniciativa para la constitución de una Entidad Local Menor corresponde indistintamente a:

a) Los dos tercios de los vecinos del núcleo de población que pretende su constitución en Entidad Local
Menor.

b) El Ayuntamiento, que adoptará el acuerdo con el voto favorable de las dos terceras partes del número de
hecho de la Corporación y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de los miembros de la
misma.

2. El Ayuntamiento someterá la iniciativa a información pública por plazo de un mes.

3. Transcurrido el plazo de exposición al público, el Ayuntamiento remitirá a la Consejería competente en
materia de régimen local el expediente, en el que deberán constar, como mínimo:

a) Los motivos de la iniciativa y la imposibilidad de recurrir a otros mecanismos que permitan la
participación para la defensa de sus intereses en una gestión descentralizada.

b) En caso de haberse presentado alegaciones, certificación expedida por el Secretario de la Corporación
relativa al acuerdo de resolución de las mismas, que deberá ser adoptado con el voto favorable de las dos
terceras partes del número de hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de miembros
de la Corporación.

c) Informe económico-financiero sobre la viabilidad de la Entidad Local Menor, con expresión de los
ingresos, debidamente justificados, que integrarán su presupuesto y del importe previsto de gastos.

d) Informe del Ayuntamiento correspondiente.

4. La Consejería competente en materia de régimen local requerirá el informe de la Diputación Provincial
correspondiente.

5. El Consejo de la Junta de Galicia aprobará, mediante Decreto y a propuesta del Consejero competente en
materia de régimen local, la constitución de la Entidad Local Menor, que será comunicada a la Administración
Central del Estado a los efectos de su inscripción en el Registro Estatal de Entidades Locales. El Decreto se
publicará en el «Diario Oficial de Galicia» y en el «Boletín Oficial de la Provincia» respectiva.

Artículo 155.
1. Constituida la Entidad Local Menor, se establecerán sus límites territoriales y se hará su segregación
patrimonial por acuerdo del Ayuntamiento y previa propuesta de la Junta Vecinal.

2. El acuerdo municipal en esta materia requerirá la ratificación del Consejo de la Junta de Galicia, a
propuesta del Consejero competente en materia de régimen local.

Artículo 156.
Procederá la disolución de una Entidad Local Menor cuando se aprecie la insuficiencia de sus recursos o la
incapacidad para el ejercicio de sus competencias.

Artículo 157.
El procedimiento para la disolución se ajustará a las siguientes reglas:

1.ª La iniciativa corresponderá indistintamente:

a) Al Ayuntamiento, que adoptará el acuerdo con el voto favorable de las dos terceras partes del número de
hecho de la Corporación y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de los miembros de la
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misma.

b) A la Junta Vecinal, mediante acuerdo adoptado por mayoría de dos tercios.

c) A la Consejería competente en materia de régimen local, por apreciación de las circunstancias a que se
refiere el artículo anterior. 2.ª En caso de que la iniciativa proceda del Ayuntamiento o de la Junta Vecinal, se
someterá el expediente a información pública por plazo de un mes, transcurrido el cual será remitido a la
Consejería competente en materia de régimen local, acompañado de la certificación expedida por el
Secretario general de la Corporación acreditativa del acuerdo relativo a la estimación o desestimación de las
reclamaciones, si éstas hubiesen sido presentadas. En caso de que la iniciativa proceda de la Consejería
competente en materia de régimen local, se dará audiencia previa a la Entidad Local Menor y al Ayuntamiento
interesado. 3.ª Se requerirá informe a la Diputación Provincial correspondiente, que lo emitirá en el plazo de
un mes, y se entenderá favorable si, transcurrido el mismo, no hubiese sido emitido. 4.ª La resolución
definitiva, mediante Decreto y a propuesta del Consejero competente en materia de Régimen Local,
corresponde al Consejo de la Junta de Galicia. El Decreto se publicará en el «Diario Oficial de Galicia» y en el
«Boletín Oficial» de la respectiva provincia. Se comunicará, además, a la Administración Central, a los efectos
de la inscripción de la Entidad Local Menor en el Registro Estatal de Entidades Locales.

SECCIÓN 2.ª DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS ENTIDADES LOCALES MENORES

Artículo 158.
1. Las Entidades Locales Menores contarán con un Alcalde pedáneo, una Junta Vecinal y los otros órganos
complementarios de que puedan dotarse con arreglo a su Reglamento orgánico.

2. La Junta Vecinal estará formada por el Alcalde pedáneo, que la presidirá, y por un número de Vocales que
no superará el tercio del de Concejales que integren el Ayuntamiento.

3. El Alcalde pedáneo será elegido directamente por los vecinos de la correspondiente Entidad Local Menor,
por sistema mayoritario, mediante la presentación de candidatos por los distintos partidos, federaciones,
coaliciones o agrupaciones de electores, coincidiendo con las elecciones locales.

4. La designación de los Vocales de la Junta Vecinal se hará de conformidad con los resultados de las
elecciones para el Ayuntamiento, en la sección o secciones constitutivas de la Entidad Local Menor, según lo
dispuesto en la legislación electoral general.

Artículo 159.
1. El Presidente o Alcalde pedáneo y la Junta Vecinal tendrán las atribuciones que la legislación señale para el
Alcalde y el Pleno, respectivamente, circunscritas al área de sus competencias territoriales y de gestión.

2. La Junta Vecinal, órgano colegiado de gobierno, tiene las siguientes atribuciones:

a) La aprobación de los presupuestos, de las ordenanzas y de los acuerdos de establecimiento y
modificación de servicios.

b) La administración del patrimonio y la adquisición, enajenación y cesión de bienes.

c) El control y fiscalización de las actuaciones del Alcalde-Presidente y de la gestión económica.

d) En general, cuantas le asigne la Ley o el Pleno del Ayuntamiento con respecto a su administración en el
ámbito de la Entidad.

3. El régimen de funcionamiento se ajustará a lo que disponga su propio Reglamento orgánico, si lo hubiese, o
a las disposiciones generales que rigen para los Ayuntamientos.

Artículo 160.
El Alcalde pedáneo designará, de entre los Vocales de la Junta Vecinal, quien deba sustituirle en los casos de
vacante por ausencia o enfermedad.
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Artículo 161.
1. En la Entidad de nueva creación y hasta tanto se celebren elecciones locales, el gobierno y administración
se encomendará a una Comisión Gestora, integrada por tres miembros, que serán nombrados por la
Diputación Provincial respectiva de conformidad con el resultado de las elecciones en la sección o secciones
correspondientes, a propuesta de los partidos políticos con representación en el Ayuntamiento.

2. Después de los diez días naturales de su designación, deberá constituirse la Comisión Gestora y elegir de
entre sus miembros al Presidente, fijándose la hora de la constitución en la orden de nombramiento.

3. En caso de empate, será Presidente el Vocal de la lista más votada en la sección correspondiente.

Artículo 162.
Un miembro de la Junta Vecinal tendrá derecho a asistir, con voz pero sin voto en el punto del orden del día
correspondiente, a las comisiones informativas existentes en el Ayuntamiento, siempre que en las mismas
vaya a deteminarse algún asunto que afecte a la Entidad Local Menor. Para el ejercicio de este derecho, deberá
ser citado a la Comisión de referencia, como un miembro más de la misma.

SECCIÓN 3.ª DE LAS COMPETENCIAS DE LAS ENTIDADES LOCALES MENORES

Artículo 163.
1. Son competencias de las Entidades Locales Menores:

a) La administración y defensa de su patrimonio.

b) La ejecución de obras y prestación de servicios de su interés, siempre y cuando sean realizados con
fondos propios y no estén a cargo del respectivo Ayuntamiento u otra Entidad supramunicipal.

c) La vigilancia, mantenimiento y limpieza de las vías urbanas, caminos rurales, montes, fuentes y
lavaderos.

d) Aquellas otras que le delegue el municipio, previa aceptación por la Entidad, y con la asignación de los
recursos que sean necesarios para su ejercicio.

2. La Comunidad Autónoma, las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos podrán prestar la asistencia
técnica jurídica y económica precisa para que las Entidades Locales de ámbito territorial inferior al municipal
puedan hacer efectivas sus competencias con la mayor economía y evitando la duplicidad de servicios.

SECCIÓN 4.ª DE LA HACIENDA DE LAS ENTIDADES LOCALES MENORES

Artículo 164.
1. La hacienda de las Entidades Locales Menores estará constituida por los siguientes recursos:

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

b) Las tasas y precios públicos.

c) Las contribuciones especiales.

d) Los ingresos procedentes de operaciones de crédito.

e) El producto de multas y sanciones en el ámbito de su competencia.

f) La participación en los impuestos del Ayuntamiento a que se refiere la legislación sobre haciendas
locales en la cuantía que se establezca en el Decreto de Creación. Esta participación no será, en ningún
caso, inferior al 25 por 100 de los que se devenguen en el ámbito territorial de la Entidad.

g) Las donaciones, herencias, legados y cesiones aceptadas por la Entidad.

h) Los procedentes de aportaciones de otras entidades públicas supramunicipales, con carácter finalista
por la participación en proyectos de actuación e inversiones generales.

i) Cualesquiera otros ingresos de derecho público que la Ley pudiese atribuirles.
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2. No obstante lo establecido en el apartado anterior estas entidades deberán contribuir al pago de las cargas
generales del Ayuntamiento, en la proporción que se establezca en el Decreto de Creación de las mismas.

CAPÍTULO V DE LAS AGRUPACIONES DE MUNICIPIOS

SECCIÓN 1.ª DE LAS AGRUPACIONES VOLUNTARIAS

Artículo 165.
1. Los municipios que, por insuficiencia de recursos económicos, no puedan sostener las plazas reservadas a
funcionarios con habilitación de carácter nacional podrán agruparse entre sí a los solos efectos del
sostenimiento en común de dicho personal.

2. Las Entidades Locales podrán agruparse, asimismo, al objeto de sostener en común una sola plaza de
funcionario técnico de administración especial de personal auxiliar de administración general, su capacidad
económica no les permita sostenerla por sí solas.

3. La Consejería competente en materia de régimen local prestará especial asesoramiento y apoyo a creación
y funcionamiento de este tipo de agrupaciones de municipios, pudiendo serles concedido subvenciones hasta
un máximo del 50 por 100 de los costes del personal por el tiempo que establezca y para cuyo sostenimiento se
hubiese constituido.

4. Las plazas no se designarán en tanto no estén agrupadas.

Artículo 166.
El funcionamiento de estas agrupaciones se regulará por unos estatutos que, al efecto, serán redactados por
una Comisión integrada por representantes de municipios afectados, designados por los plenos los mismos.
En dichos estatutos se fijará, necesariamente, la participación económica de cada Ayuntamiento, así como el
régimen de dedicación del personal a cada uno de ellos.

Artículo 167.
El procedimiento de constitución y disolución de estas agrupaciones municipales se ajustará a las siguientes
reglas:

a) Iniciación por acuerdo de las Corporaciones Locales interesadas, adoptado por mayoría simple.

b) Sometimiento del expediente a información pública durante el plazo de un mes.

c) Informe de la Delegación del Gobierno de la Comunidad Autónoma Gallega y de la Diputación o
Diputaciones Provinciales respectivas. Tales informes deberán ser emitidos en el plazo de un mes a partir de
su solicitud, y se entenderán favorables en el caso de no recibirse en el referido plazo.

d) Aprobación definitiva por acuerdo de los Ayuntamientos, que será adoptado con el voto favorable de la
mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación.

e) Remisión del expediente a la Consejería competente en materia de régimen local. Formarán parte de este
expediente, entre otros:

1.º Las certificaciones expedidas por los Secretarios de cada Ayuntamiento relativas a los acuerdos a que se
refieren los apartados anteriores de este mismo artículo.

2.º Los informes a que se refiere el apartado señalado con la letra c) de este mismo artículo.

3.º El proyecto de estatutos a que se refiere el artículo 166 de la presente Ley.

4.º Las certificaciones expedidas por los Secretarios de cada Ayuntamiento relativas a la población y
presupuestos municipales ordinarios y, en su caso, a la clasificación de la plaza. Vistos los acuerdos,
informes y certificaciones a que se refiere este apartado, la Consejería competente en materia de régimen
local elevará propuesta de resolución al Consejo de la Junta de Galicia, el cual resolverá.

f) Publicación del Decreto por el que se constituye la agrupación voluntaria de municipios en el «Diario Oficial
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de Galicia» y en el boletín o boletines oficiales de las respectivas provincias.

g) La constitución de la agrupación será comunicada por la Consejería competente en materia de régimen
local, a la Administración Central del Estado.

SECCIÓN 2.ª DE LAS AGRUPACIONES FORZOSAS

Artículo 168.
1. El Consejo de la Junta de Galicia deberá acordar la agrupación de aquellos municipios cuya población y
recursos ordinarios no superen las cifras que determine la Administración Central del Estado, al objeto de
sostener en común un puesto único de Secretario.

2. Asimismo, deberá acordar la agrupación de municipios cuyas Secretarías estén catalogadas como de
segunda o de tercera clase, a fin de sostener en común un puesto único de Interventor.

Artículo 169.
La constitución de las agrupaciones de municipios a que se refiere el artículo anterior se ajustará al
procedimiento siguiente:

a) Iniciación del expediente de oficio por la Junta de Galicia, dándose audiencia a las Corporaciones Locales
afectadas por plazo de un mes.

b) Sometimiento del expediente a información pública durante el plazo de un mes.

c) Resolución del expediente por el Consejo de la Junta de Galicia, a propuesta del Consejero competente en
materia de régimen local.

d) Publicación en el «Diario Oficial de Galicia» y en el boletín o boletines oficiales de las respectivas provincias
del Decreto de constitución de la agrupación de municipios y remisión del mismo a la Administración Central
del Estado.

Artículo 170.
En el acuerdo por el que se apruebe la constitución de la agrupación forzosa de municipios para el
sostenimiento en común de plazas de funcionarios con habilitación de carácter nacional se determinarán los
municipios que deban agruparse y las normas mínimas por las que deberá regirse la agrupación, que podrán
ser desarrolladas por acuerdo conjunto de los municipios afectados. La Junta de Galicia, atendiendo a cada
caso concreto, podrá fijarse una aportación para la atención de esta obligación.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3

1 El territorio en el que un Ayuntamiento ejerce sus competencias es:

A) La provincia.

B) Ninguna respuesta es correcta.

C) El término municipal.

D) La comarca.
Ayuntamiento de Montroig
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2 La Junta de Gobierno, de acuerdo con el art. 35 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, está formada por:

A) El Presidente y un Diputado de cada grupo político existente en la Corporación.

B) El Presidente y un número de Diputados no superior a la cuarta parte del número legal de los mismos.

C) El Presidente y un número de Diputados no superior al tercio del número legal de los mismos.

D) El Presidente y un número de Diputados no superior a la mitad del número legal de los mismos.
Diputación Provincial de Huesca, 2021

3 Según el artículo 11 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, los 
elementos del Municipio son:

A) El territorio y la población.

B) El territorio, la población y el gobierno.

C) El territorio, la población y las políticas públicas.

D) El territorio, la población y la organización.
Junta de Andalucía, 2023

4 De acuerdo al artículo 11 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, son 
elementos del Municipio (señale la respuesta INCORRECTA):

A) El patrimonio.

B) El territorio.

C) La población.

D) La organización.
Región de Murcia, 2026

5 La creación de nuevos municipios, según la Ley de Bases de Régimen Local, solo podrá realizarse:

A) Sobre la base de núcleos de población territorialmente diferenciados

B) Sobre la base de núcleos de población de al menos 10.000 habitantes

C) La legislación actual reguladora del régimen local no permite la creación de nuevos municipios

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Mancomunidad de Ribeiro, 2021

Ponte a pruebaTema 3 · El municipio: concepto y elementos. Territorio y población. Alteración de términos municipales en la legislación bási…

3

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Trasmiras · oposicionesexpress.com pág. 92



Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 12 LBRL pág. 40 El espacio físico sobre el que cada Ayuntamiento despliega su actuación es el término
municipal, que delimita el ámbito propio del municipio. La provincia y la comarca corresponden a otras
entidades locales con funciones distintas, por lo que no constituyen el marco de competencias municipales.
Conviene retener que el municipio actúa dentro de sus límites territoriales y que ese ámbito recibe
precisamente el nombre de término municipal.

2 C Art. 35 LBRL pág. 45 En las Diputaciones provinciales, el órgano que asiste al Presidente se integra por el
propio Presidente y un grupo de Diputados cuyo número no puede rebasar la tercera parte del total legal de
miembros de la Corporación. Se trata de un límite máximo: la designación es libre por el Presidente, pero no
puede superar ese tercio. Conviene distinguir esa proporción de la cuarta parte o de la mitad, que no se
corresponden con el régimen previsto para este órgano colegiado.

3 D Art. 11 LBRL pág. 40 El municipio tiene tres elementos: el territorio, la población y la organización. La
organización comprende la estructura mediante la que se ordena el gobierno y el funcionamiento municipal,
pero el gobierno no se enumera como elemento independiente en este precepto.

4 A Art. 11 LBRL pág. 40 La Ley de Bases del Régimen Local identifica como elementos del municipio el
territorio, la población y la organización. El patrimonio municipal no forma parte de esa enumeración legal. Por
eso, no es uno de los elementos del municipio a efectos del artículo citado.

5 A Art. 13 LBRL pág. 40 La norma exige que todo municipio nuevo nazca a partir de asentamientos de
población claramente separados unos de otros, es decir, núcleos territorialmente diferenciados. Junto a este
requisito, la ley añade un mínimo de cinco mil habitantes y la garantía de que los municipios resultantes sean
sostenibles desde el punto de vista económico. La cifra de diez mil habitantes no aparece en el texto, y la
creación de municipios sí está permitida con estas condiciones. El matiz decisivo es la separación física de los
núcleos como punto de partida.
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